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TEMARIO PARA CONVOCATORIA DE BOLSA DE CONTROLADOR/A DE 
APARCAMIENTO POR TIEMPO LIMITADO  Y DEPÓSITO,  DE LA EMPRESA 
MUNICIPAL DE BENALMÁDENA PROVISE BENAMIEL SLU 
 
TEMA 1.- Constitución Española de 1978. Título Preliminar y Título Primero: De los 
Derechos y Deberes Fundamentales  

TÍTULO PRELIMINAR 

Artículo 1 

1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como 
valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el 
pluralismo político. 

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del 
Estado. 

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria. 

Artículo 2 

La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común 
e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las 
nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas. 

Artículo 3 

1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el 
deber de conocerla y el derecho a usarla. 

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades 
Autónomas de acuerdo con sus Estatutos. 

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural 
que será objeto de especial respeto y protección. 

Artículo 4 

1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, 
siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas. 

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades 
Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en 
sus actos oficiales. 

Artículo 5 

La capital del Estado es la villa de Madrid. 

Artículo 6 

Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y 
manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación 
política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la 
Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 
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Artículo 7 

Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y 
promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el 
ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su 
estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 

Artículo 8 

1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del 
Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su 
integridad territorial y el ordenamiento constitucional. 

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de 
la presente Constitución. 

Artículo 9 

1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del 
ordenamiento jurídico. 

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los 
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. 

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de 
las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o 
restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la 
interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 

TÍTULO PRIMERO 

De los Derechos y Deberes Fundamentales 

Artículo 10 

1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre 
desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son 
fundamento del orden político y de la paz social. 

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución 
reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados 
por España. 

CAPÍTULO PRIMERO 

DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS 

Artículo 11 

1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo 
establecido por la ley. 

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad. 

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos 
o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos 
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mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán 
naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen. 

Artículo 12 

Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años. 

Artículo 13 

1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente 
Título en los términos que establezcan los tratados y la ley. 

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, 
salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley 
para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales. 

Número 2 del artículo 13 redactado conforme Reforma Constitucional de 27 de agosto de 
1992 («B.O.E.» 28 agosto).Vigencia: 28 agosto 1992 
3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al 
principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no 
considerándose como tales los actos de terrorismo. 

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas 
podrán gozar del derecho de asilo en España. 

CAPÍTULO II 

DERECHOS Y LIBERTADES 

Artículo 14 

Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por 
razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social. 

SECCIÓN 1 

De los derechos fundamentales y de las libertades públicas 

Artículo 15 

Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, 
puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda 
abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para 
tiempos de guerra. 

Artículo 16 

1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades 
sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del 
orden público protegido por la ley. 

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 

https://noticias.juridicas.com/3/1/8/8/LE0000073188_19920828.HTML
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3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las 
creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de 
cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones. 

Artículo 17 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su 
libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la 
forma previstos en la ley. 

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la 
realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo 
caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad 
o a disposición de la autoridad judicial. 

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea 
comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada 
a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y 
judiciales, en los términos que la ley establezca. 

4. La ley regulará un procedimiento de "habeas corpus" para producir la inmediata puesta a 
disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará 
el plazo máximo de duración de la prisión provisional. 

Artículo 18 

1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin 
consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito. 

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas 
y telefónicas, salvo resolución judicial. 

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y 
familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. 

Artículo 19 

Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio 
nacional. 

Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley 
establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos. 

Artículo 20 

1. Se reconocen y protegen los derechos: 

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, 
el escrito o cualquier otro medio de reproducción. 

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. 

c) A la libertad de cátedra. 

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley 
regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de 
estas libertades. 
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2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura 
previa. 

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación 
social dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos 
medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la 
sociedad y de las diversas lenguas de España. 

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, 
en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a 
la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia. 

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de 
información en virtud de resolución judicial. 

Artículo 21 

1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no 
necesitará autorización previa. 

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará 
comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones 
fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes. 

Artículo 22 

1. Se reconoce el derecho de asociación. 

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales. 

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un 
registro a los solos efectos de publicidad. 

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de 
resolución judicial motivada. 

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar. 

Artículo 23 

1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio 
universal. 

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos 
públicos, con los requisitos que señalen las leyes. 

Artículo 24 

1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales 
en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda 
producirse indefensión. 

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa 
y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un 
proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de 
prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse 
culpables y a la presunción de inocencia. 
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La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se 
estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos. 

Artículo 25 

1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento 
de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación 
vigente en aquel momento. 

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la 
reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a 
pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales 
de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido 
del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá 
derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad 
Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad. 

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, 
impliquen privación de libertad. 

Artículo 26 

Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las 
organizaciones profesionales. 

Artículo 27 

1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza. 

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el 
respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades 
fundamentales. 

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos 
reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita. 

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una 
programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores 
afectados y la creación de centros docentes. 

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, 
dentro del respeto a los principios constitucionales. 

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión 
de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos 
que la ley establezca. 

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar 
el cumplimiento de las leyes. 

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la 
ley establezca. 

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca. 
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Artículo 28 

1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio 
de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a 
disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. 
La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, 
así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a fundar organizaciones 
sindicales internacionales o afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un 
sindicato. 

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. 
La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para 
asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. 

Artículo 29 

1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en 
la forma y con los efectos que determine la ley. 

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a 
disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo 
dispuesto en su legislación específica. 

SECCIÓN 2 
De los derechos y deberes de los ciudadanos 

Artículo 30 

1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España. 

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas 
garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de exención del servicio 
militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria. 

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general. 

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave 
riesgo, catástrofe o calamidad pública. 

Artículo 31 

1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad 
económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y 
progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio. 

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su 
programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía. 

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público 
con arreglo a la ley. 

Artículo 32 

1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica. 

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los 
derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos. 
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Artículo 33 

1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia. 

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes. 

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad 
pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo 
dispuesto por las leyes. 

Artículo 34 

1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley. 

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22. 

Artículo 35 

1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección 
de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente 
para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse 
discriminación por razón de sexo. 

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores. 

Artículo 36 

La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales 
y el ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los 
Colegios deberán ser democráticos. 

Artículo 37 

1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes 
de los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios. 

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto 
colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que 
pueda establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los 
servicios esenciales de la comunidad. 

Artículo 38 

Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes 
públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con 
las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación. 

CAPÍTULO III 

DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA 

Artículo 39 

1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia. 

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales 
éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su 
estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Laboral/rdleg1-1995.html
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3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del 
matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda. 

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por 
sus derechos. 

Artículo 40 

1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y 
económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el 
marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política 
orientada al pleno empleo. 

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y 
readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el 
descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas 
retribuidas y la promoción de centros adecuados. 

Artículo 41 

Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los 
ciudadanos que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones 
de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones 
complementarias serán libres. 

Artículo 42 

El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales 
de los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno. 

Artículo 43 

1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud. 

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas 
preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y 
deberes de todos al respecto. 

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. 
Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio. 

Artículo 44 

1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen 
derecho. 

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en 
beneficio del interés general. 

Artículo 45 

1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de 
la persona, así como el deber de conservarlo. 

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, 
con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio 
ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva. 
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3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se 
establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de 
reparar el daño causado. 

Artículo 46 

Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del 
patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo 
integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los 
atentados contra este patrimonio. 

Artículo 47 

Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los 
poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas 
pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo 
con el interés general para impedir la especulación. 

La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes 
públicos. 

Artículo 48 

Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la 
juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural. 

Artículo 49 

Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e 
integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la 
atención especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los 
derechos que este Título otorga a todos los ciudadanos. 

Artículo 50 

Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente 
actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, 
y con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un 
sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, 
cultura y ocio. 

Artículo 51 

1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, 
protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos 
intereses económicos de los mismos. 

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y 
usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan 
afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca. 

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio 
interior y el régimen de autorización de productos comerciales. 

Artículo 52 

La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los 
intereses económicos que les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán 
ser democráticos. 
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CAPÍTULO IV 

DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES 

Artículo 53 

1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título 
vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su 
contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se 
tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a). 

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en 
el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por 
un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a 
través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será 
aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30. 

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo 
tercero informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes 
públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que 
dispongan las leyes que los desarrollen. 

Artículo 54 

Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de 
las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos 
en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando 
cuenta a las Cortes Generales. 

 

CAPITULO V 

DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES 

Artículo 55 

1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, 
Apartados 1, a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser 
suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los 
términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el 
apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción. 

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y 
con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos 
reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos 
para personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la 
actuación de bandas armadas o elementos terroristas. 

La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica 
producirá responsabilidad penal, como violación de los derechos y libertades reconocidos 
por las leyes. 
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TEMA 2.- Estatuto de Autonomía de Andalucía: Título Preliminar. Derechos Sociales 
Deberes y Políticas Públicas. Organización Territorial de la Comunidad Autónoma 

TÍTULO PRELIMINAR 

Artículo 1 Andalucía 

1. Andalucía, como nacionalidad histórica y en el ejercicio del derecho de autogobierno que 
reconoce la Constitución, se constituye en Comunidad Autónoma en el marco de la unidad 
de la nación española y conforme al artículo 2 de la Constitución. 

2. El Estatuto de Autonomía propugna como valores superiores la libertad, la justicia, la 
igualdad y el pluralismo político para todos los andaluces, en un marco de igualdad y 
solidaridad con las demás Comunidades Autónomas de España. 

3. Los poderes de la Comunidad Autónoma de Andalucía emanan de la Constitución y del 
pueblo andaluz, en los términos del presente Estatuto de Autonomía, que es su norma 
institucional básica. 

4. La Unión Europea es ámbito de referencia de la Comunidad Autónoma, que asume sus 
valores y vela por el cumplimiento de sus objetivos y por el respeto de los derechos de los 
ciudadanos europeos. 

Artículo 2 Territorio 

El territorio de Andalucía comprende el de los municipios de las provincias de Almería, 
Cádiz, Córdoba, Granada, Huelva, Jaén, Málaga y Sevilla. 

Artículo 3 Símbolos 

1. La bandera de Andalucía es la tradicional formada por tres franjas horizontales -verde, 
blanca y verde- de igual anchura, tal como fue aprobada en la Asamblea de Ronda de 1918. 

2. Andalucía tiene escudo propio, aprobado por ley de su Parlamento, en el que figura la 
leyenda «Andalucía por sí, para España y la Humanidad», teniendo en cuenta el acuerdo 
adoptado por la Asamblea de Ronda de 1918. 

3. Andalucía tiene himno propio, aprobado por ley de su Parlamento, de acuerdo con lo 
publicado por la Junta Liberalista de Andalucía en 1933. 

4. El día de Andalucía es el 28 de Febrero. 

5. La protección que corresponde a los símbolos de Andalucía será la misma que 
corresponda a los demás símbolos del Estado. 

Artículo 4 Capitalidad y sedes 

1. La capital de Andalucía es la ciudad de Sevilla, sede del Parlamento, de la Presidencia de 
la Junta y del Consejo de Gobierno, sin perjuicio de que estas instituciones puedan celebrar 
sesiones en otros lugares de Andalucía de acuerdo con lo que establezcan, 
respectivamente, el Reglamento del Parlamento y la ley. 

2. La sede del Tribunal Superior de Justicia es la ciudad de Granada, sin perjuicio de que 
algunas Salas puedan ubicarse en otras ciudades de la Comunidad Autónoma. 

3. Por ley del Parlamento andaluz se podrán establecer sedes de organismos o instituciones 
de la Comunidad Autónoma en distintas ciudades de Andalucía, salvo aquellas sedes 
establecidas en este Estatuto. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/constitucion.tp.html#I1
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Artículo 5 Condición de andaluz o andaluza 

1. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de andaluces o 
andaluzas los ciudadanos españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, 
tengan vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de Andalucía. 

2. Como andaluces y andaluzas, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto 
los ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad 
administrativa en Andalucía y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de 
España. Gozarán también de estos derechos sus descendientes inscritos como españoles, 
si así lo solicitan, en la forma que determine la ley del Estado. 

3. Dentro del marco constitucional, se establecerán los mecanismos adecuados para 
promover la participación de los ciudadanos extranjeros residentes en Andalucía. 

Artículo 6 Andaluces y andaluzas en el exterior 

1. Los andaluces y andaluzas en el exterior y las comunidades andaluzas asentadas fuera 
de Andalucía, como tales, tendrán derecho a participar en la vida del pueblo andaluz y a 
compartirla, en los términos que, en cada caso, establezcan las leyes. Asimismo, las citadas 
comunidades podrán solicitar el reconocimiento de la identidad andaluza, con los efectos 
que dispongan las leyes. 

2. A efectos de fomentar y fortalecer los vínculos con los andaluces y andaluzas, así como 
con las comunidades andaluzas en el exterior, prestarles la asistencia y garantizarles el 
ejercicio y defensa de sus derechos e intereses, la Comunidad Autónoma podrá, según 
corresponda, formalizar acuerdos con las instituciones públicas y privadas de los territorios y 
países donde se encuentren, o instar del Estado la suscripción de tratados internacionales 
sobre estas materias. 

Artículo 7 Eficacia territorial de las normas autonómicas 

Las leyes y normas emanadas de las instituciones de autogobierno de Andalucía tendrán 
eficacia en su territorio. Podrán tener eficacia extraterritorial cuando así se deduzca de su 
naturaleza y en el marco del ordenamiento constitucional. 

Artículo 8 Derecho propio de Andalucía 

El derecho propio de Andalucía está constituido por las leyes y normas reguladoras de las 
materias sobre las que la Comunidad Autónoma ostenta competencias. 

Artículo 9 Derechos 

1. Todas las personas en Andalucía gozan como mínimo de los derechos reconocidos en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y demás instrumentos europeos e 
internacionales de protección de los mismos ratificados por España, en particular en los 
Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales; en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales y en la Carta Social Europea. 

2. La Comunidad Autónoma garantiza el pleno respeto a las minorías que residan en su 
territorio. 

Artículo 10 Objetivos básicos de la Comunidad Autónoma 

1. La Comunidad Autónoma de Andalucía promoverá las condiciones para que la libertad y 
la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; removerá 
los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y fomentará la calidad de la democracia 
facilitando la participación de todos los andaluces en la vida política, económica, cultural y 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/dudh.html
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/dudh.html
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/cse.html
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social. A tales efectos, adoptará todas las medidas de acción positiva que resulten 
necesarias. 

2. La Comunidad Autónoma propiciará la efectiva igualdad del hombre y de la mujer 
andaluces, promoviendo la democracia paritaria y la plena incorporación de aquélla en la 
vida social, superando cualquier discriminación laboral, cultural, económica, política o social. 

3. Para todo ello, la Comunidad Autónoma, en defensa del interés general, ejercerá sus 
poderes con los siguientes objetivos básicos: 

1.º La consecución del pleno empleo estable y de calidad en todos los sectores de la 
producción, con singular incidencia en la salvaguarda de la seguridad y salud laboral, la 
conciliación de la vida familiar y laboral y la especial garantía de puestos de trabajo para las 
mujeres y las jóvenes generaciones de andaluces. 

 2.º El acceso de todos los andaluces a una educación permanente y de calidad que 
les permita su realización personal y social. 

3.º El afianzamiento de la conciencia de identidad y de la cultura andaluza a través del 
conocimiento, investigación y difusión del patrimonio histórico, antropológico y lingüístico. 

4.º La defensa, promoción, estudio y prestigio de la modalidad lingüística andaluza en 
todas sus variedades. 

5.º El aprovechamiento y la potenciación de los recursos naturales y económicos de 
Andalucía bajo el principio de sostenibilidad, el impulso del conocimiento y del capital 
humano, la promoción de la inversión pública y privada, así como la justa redistribución de la 
riqueza y la renta. 

6.º La creación de las condiciones indispensables para hacer posible el retorno de los 
andaluces en el exterior que lo deseen y para que contribuyan con su trabajo al bienestar 
colectivo del pueblo andaluz. 

7.º La mejora de la calidad de vida de los andaluces y andaluzas, mediante la 
protección de la naturaleza y del medio ambiente, la adecuada gestión del agua y la 
solidaridad interterritorial en su uso y distribución, junto con el desarrollo de los 
equipamientos sociales, educativos, culturales y sanitarios, así como la dotación de 
infraestructuras modernas. 

8.º La consecución de la cohesión territorial, la solidaridad y la convergencia entre los 
diversos territorios de Andalucía, como forma de superación de los desequilibrios 
económicos, sociales y culturales y de equiparación de la riqueza y el bienestar entre todos 
los ciudadanos, especialmente los que habitan en el medio rural. 

9.º La convergencia con el resto del Estado y de la Unión Europea, promoviendo y 
manteniendo las necesarias relaciones de colaboración con el Estado y las demás 
Comunidades y Ciudades Autónomas, y propiciando la defensa de los intereses andaluces 
ante la Unión Europea. 

10.º La realización de un eficaz sistema de comunicaciones que potencie los 
intercambios humanos, culturales y económicos, en especial mediante un sistema de vías 
de alta capacidad y a través de una red ferroviaria de alta velocidad. 

11.º El desarrollo industrial y tecnológico basado en la innovación, la investigación 
científica, las iniciativas emprendedoras públicas y privadas, la suficiencia energética y la 
evaluación de la calidad, como fundamento del crecimiento armónico de Andalucía. 

12.º La incorporación del pueblo andaluz a la sociedad del conocimiento. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/an-l4-2002.html
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13.º La modernización, la planificación y el desarrollo integral del medio rural en el 
marco de una política de reforma agraria, favorecedora del crecimiento, el pleno empleo, el 
desarrollo de las estructuras agrarias y la corrección de los desequilibrios territoriales, en el 
marco de la política agraria comunitaria y que impulse la competitividad de nuestra 
agricultura en el ámbito europeo e internacional. 

14.º La cohesión social, mediante un eficaz sistema de bienestar público, con especial 
atención a los colectivos y zonas más desfavorecidos social y económicamente, para 
facilitar su integración plena en la sociedad andaluza, propiciando así la superación de la 
exclusión social. 

15.º La especial atención a las personas en situación de dependencia. 

16.º La integración social, económica y laboral de las personas con discapacidad. 

17.º La integración social, económica, laboral y cultural de los inmigrantes en 
Andalucía. 

18.º La expresión del pluralismo político, social y cultural de Andalucía a través de 
todos los medios de comunicación. 

19.º La participación ciudadana en la elaboración, prestación y evaluación de las 
políticas públicas, así como la participación individual y asociada en los ámbitos cívico, 
social, cultural, económico y político, en aras de una democracia social avanzada y 
participativa. 

20.º El diálogo y la concertación social, reconociendo la función relevante que para 
ello cumplen las organizaciones sindicales y empresariales más representativas de 
Andalucía. 

21.º La promoción de las condiciones necesarias para la plena integración de las 
minorías y, en especial, de la comunidad gitana para su plena incorporación social. 

22.º El fomento de la cultura de la paz y el diálogo entre los pueblos. 

23.º La cooperación internacional con el objetivo de contribuir al desarrollo solidario de 
los pueblos. 

24.º Los poderes públicos velarán por la salvaguarda, conocimiento y difusión de la 
historia de la lucha del pueblo andaluz por sus derechos y libertades. 

4. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía adoptarán las medidas 
adecuadas para alcanzar los objetivos señalados, especialmente mediante el impulso de la 
legislación pertinente, la garantía de una financiación suficiente y la eficacia y eficiencia de 
las actuaciones administrativas. 

Artículo 11 Promoción de los valores democráticos y ciudadanos 

Los poderes públicos de Andalucía promoverán el desarrollo de una conciencia ciudadana y 
democrática plena, fundamentada en los valores constitucionales y en los principios y 
objetivos establecidos en este Estatuto como señas de identidad propias de la Comunidad 
Autónoma. Con esta finalidad se adoptarán las medidas precisas para la enseñanza y el 
conocimiento de la Constitución y el Estatuto de Autonomía. 
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TÍTULO I   

 Derechos sociales, deberes y políticas públicas 

CAPÍTULO I    

Disposiciones generales 

Artículo 12 Titulares 

Los destinatarios de las políticas públicas y los titulares de los derechos y deberes 
contenidos en este Título son todas las personas con vecindad administrativa en Andalucía, 
sin perjuicio de lo establecido para el derecho de participación en los asuntos públicos en el 
artículo 30 y de acuerdo con las leyes reguladoras de los Derechos Fundamentales y 
Libertades Públicas. 

Artículo 13 Alcance e interpretación de los derechos y principios 

Los derechos y principios del presente Título no supondrán una alteración del régimen de 
distribución de competencias, ni la creación de títulos competenciales nuevos o la 
modificación de los ya existentes. 

Ninguno de los derechos o principios contemplados en este Título puede ser interpretado, 
desarrollado o aplicado de modo que se limiten o reduzcan derechos o principios 
reconocidos por la Constitución o por los tratados y convenios internacionales ratificados por 
España. 

Artículo 14 Prohibición de discriminación 

Se prohibe toda discriminación en el ejercicio de los derechos, el cumplimiento de los 
deberes y la prestación de los servicios contemplados en este Título, particularmente la 
ejercida por razón de sexo, orígenes étnicos o sociales, lengua, cultura, religión, ideología, 
características genéticas, nacimiento, patrimonio, discapacidad, edad, orientación sexual o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o social. La prohibición de discriminación 
no impedirá acciones positivas en beneficio de sectores, grupos o personas desfavorecidas. 

CAPÍTULO II 

Derechos y deberes 

Artículo 15 Igualdad de género 

Se garantiza la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en todos los ámbitos. 

Artículo 16 Protección contra la violencia de género 

Las mujeres tienen derecho a una protección integral contra la violencia de género, que 
incluirá medidas preventivas, medidas asistenciales y ayudas públicas. 

Artículo 17 Protección de la familia 

1. Se garantiza la protección social, jurídica y económica de la familia. La ley regulará el 
acceso a las ayudas públicas para atender a las situaciones de las diversas modalidades de 
familia existentes según la legislación civil. 
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2. Todas las parejas no casadas tienen el derecho a inscribir en un registro público sus 
opciones de convivencia. En el ámbito de competencias de la Comunidad Autónoma, las 
parejas no casadas inscritas en el registro gozarán de los mismos derechos que las parejas 
casadas. 

Artículo 18 Menores 

1. Las personas menores de edad tienen derecho a recibir de los poderes públicos de 
Andalucía la protección y la atención integral necesarias para el desarrollo de su 
personalidad y para su bienestar en el ámbito familiar, escolar y social, así como a percibir 
las prestaciones sociales que establezcan las leyes. 

2. El beneficio de las personas menores de edad primará en la interpretación y aplicación de 
la legislación dirigida a éstos. 

Artículo 19 Mayores 

Las personas mayores tienen derecho a recibir de los poderes públicos de Andalucía una 
protección y una atención integral para la promoción de su autonomía personal y del 
envejecimiento activo, que les permita una vida digna e independiente y su bienestar social 
e individual, así como a acceder a una atención gerontológica adecuada, en el ámbito 
sanitario, social y asistencial, y a percibir prestaciones en los términos que establezcan las 
leyes. 

Artículo 20 Testamento vital y dignidad ante el proceso de la muerte 

1. Se reconoce el derecho a declarar la voluntad vital anticipada que deberá respetarse, en 
los términos que establezca la ley. 

2. Todas las personas tienen derecho a recibir un adecuado tratamiento del dolor y cuidados 
paliativos integrales y a la plena dignidad en el proceso de su muerte. 

Artículo 21 Educación 

1. Se garantiza, mediante un sistema educativo público, el derecho constitucional de todos a 
una educación permanente y de carácter compensatorio. 

2. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía garantizan el derecho que 
asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de 
acuerdo con sus propias convicciones. La enseñanza pública, conforme al carácter 
aconfesional del Estado, será laica. 

Los poderes públicos de la Comunidad tendrán en cuenta las creencias religiosas de la 
confesión católica y de las restantes confesiones existentes en la sociedad andaluza. 

3. Todos tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a los centros educativos 
sostenidos con fondos públicos. A tal fin se establecerán los correspondientes criterios de 
admisión, al objeto de garantizarla en condiciones de igualdad y no discriminación. 

4. Se garantiza la gratuidad de la enseñanza en los niveles obligatorios y, en los términos 
que establezca la ley, en la educación infantil. Todos tienen el derecho a acceder, en 
condiciones de igualdad, al sistema público de ayudas y becas al estudio en los niveles no 
gratuitos. 

5. Se garantiza la gratuidad de los libros de texto en la enseñanza obligatoria en los centros 
sostenidos con fondos públicos. La ley podrá hacer extensivo este derecho a otros niveles 
educativos. 

6. Todos tienen derecho a acceder a la formación profesional y a la educación permanente 
en los términos que establezca la ley. 
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7. Las universidades públicas de Andalucía garantizarán, en los términos que establezca la 
ley, el acceso de todos a las mismas en condiciones de igualdad. 

8. Los planes educativos de Andalucía incorporarán los valores de la igualdad entre 
hombres y mujeres y la diversidad cultural en todos los ámbitos de la vida política y social. El 
sistema educativo andaluz fomentará la capacidad emprendedora de los alumnos, el 
multilingüismo y el uso de las nuevas tecnologías. 

9. Se complementará el sistema educativo general con enseñanzas específicas propias de 
Andalucía. 

10. Las personas con necesidades educativas especiales tendrán derecho a su efectiva 
integración en el sistema educativo general de acuerdo con lo que dispongan las leyes. 

Artículo 22 Salud 

1. Se garantiza el derecho constitucional previsto en el artículo 43 de la Constitución 
Española a la protección de la salud mediante un sistema sanitario público de carácter 
universal. 

2. Los pacientes y usuarios del sistema andaluz de salud tendrán derecho a: 

a) Acceder a todas las prestaciones del sistema. 

b) La libre elección de médico y de centro sanitario. 

c) La información sobre los servicios y prestaciones del sistema, así como de los derechos 
que les asisten. 

d) Ser adecuadamente informados sobre sus procesos de enfermedad y antes de emitir el 
consentimiento para ser sometidos a tratamiento médico. 

e) El respeto a su personalidad, dignidad humana e intimidad.  

f) El consejo genético y la medicina predictiva.  

g)La garantía de un tiempo máximo para el acceso a los servicios y tratamientos. 

h) Disponer de una segunda opinión facultativa sobre sus procesos. 

i) El acceso a cuidados paliativos. 

j) La confidencialidad de los datos relativos a su salud y sus características genéticas, así 
como el acceso a su historial clínico. 

k) Recibir asistencia geriátrica especializada. 
 

3. Las personas con enfermedad mental, las que padezcan enfermedades crónicas e 
invalidantes y las que pertenezcan a grupos específicos reconocidos sanitariamente como 
de riesgo, tendrán derecho a actuaciones y programas sanitarios especiales y preferentes. 

4. Con arreglo a la ley se establecerán los términos, condiciones y requisitos del ejercicio de 
los derechos previstos en los apartados anteriores. 

1. Se garantiza el derecho de todos a acceder en condiciones de igualdad a las prestaciones 
de un sistema público de servicios sociales. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/constitucion.t1.html#I198
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2. Todos tienen derecho a una renta básica que garantice unas condiciones de vida digna y 
a recibirla, en caso de necesidad, de los poderes públicos con arreglo a lo dispuesto en la 
ley. 

Artículo 24 Personas con discapacidad o dependencia 

Las personas con discapacidad y las que estén en situación de dependencia tienen derecho 
a acceder, en los términos que establezca la ley, a las ayudas, prestaciones y servicios de 
calidad con garantía pública necesarios para su desarrollo personal y  

Artículo 25 Vivienda 

Para favorecer el ejercicio del derecho constitucional a una vivienda digna y adecuada, los 
poderes públicos están obligados a la promoción pública de la vivienda. La ley regulará el 
acceso a la misma en condiciones de igualdad, así como las ayudas que lo faciliten. 

Artículo 26 Trabajo 

1. En el ejercicio del derecho constitucional al trabajo, se garantiza a todas las personas: 

a) El acceso gratuito a los servicios públicos de empleo. 

b) El acceso al empleo público en condiciones de igualdad y según los principios 
constitucionales de mérito y capacidad. 

c) El acceso a la formación profesional. 

d) El derecho al descanso y al ocio. 
 

2. Se garantiza a los sindicatos y a las organizaciones empresariales el establecimiento de 
las condiciones necesarias para el desempeño de las funciones que la Constitución les 
reconoce. La ley regulará la participación institucional en el ámbito de la Junta de Andalucía 
de las organizaciones sindicales y empresariales más representativas en la Comunidad 
Autónoma. 

Artículo 27 Consumidores 

Se garantiza a los consumidores y usuarios de los bienes y servicios el derecho a asociarse, 
así como a la información, formación y protección en los términos que establezca la ley. 
Asimismo, la ley regulará los mecanismos de participación y el catálogo de derechos del 
consumidor. 

Artículo 28 Medio ambiente 

1. Todas las personas tienen derecho a vivir en un medio ambiente equilibrado, sostenible y 
saludable, así como a disfrutar de los recursos naturales, del entorno y el paisaje en 
condiciones de igualdad, debiendo hacer un uso responsable del mismo para evitar su 
deterioro y conservarlo para las generaciones futuras, de acuerdo con lo que determinen las 
leyes. 

2. Se garantiza este derecho mediante una adecuada protección de la diversidad biológica y 
los procesos ecológicos, el patrimonio natural, el paisaje, el agua, el aire y los recursos 
naturales. 

3. Todas las personas tienen derecho a acceder a la información medioambiental de que 
disponen los poderes públicos, en los términos que establezcan las leyes. 
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Artículo 29 Acceso a la justicia 

En el ámbito de sus competencias, la Comunidad Autónoma garantiza la calidad de los 
servicios de la Administración de Justicia, la atención de las víctimas y el acceso a la justicia 
gratuita. 

Artículo 30 Participación política 

1. Conforme al artículo 5, los andaluces y andaluzas tienen el derecho a participar en 
condiciones de igualdad en los asuntos públicos de Andalucía, directamente o por medio de 
representantes, en los términos que establezcan la Constitución, este Estatuto y las leyes. 
Este derecho comprende: 

a)El derecho a elegir a los miembros de los órganos representativos de la Comunidad 
Autónoma y a concurrir como candidato a los mismos. 

b) El derecho a promover y presentar iniciativas legislativas ante el Parlamento de Andalucía 
y a participar en la elaboración de las leyes, directamente o por medio de entidades 
asociativas, en los términos que establezca el Reglamento del Parlamento. 

c) El derecho a promover la convocatoria de consultas populares por la Junta de Andalucía 
o por los Ayuntamientos, en los términos que establezcan las leyes. 

d) El derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos que 
determine la ley. 

e) El derecho a participar activamente en la vida pública andaluza para lo cual se 
establecerán los mecanismos necesarios de información, comunicación y recepción de 
propuestas. 
 

2. La Junta de Andalucía establecerá los mecanismos adecuados para hacer extensivo a los 
ciudadanos de la Unión Europea y a los extranjeros residentes en Andalucía los derechos 
contemplados en el apartado anterior, en el marco constitucional y sin perjuicio de los 
derechos de participación que les garantiza el ordenamiento de la Unión Europea. 

Artículo 31 Buena administración 

Se garantiza el derecho a una buena administración, en los términos que establezca la ley, 
que comprende el derecho de todos ante las Administraciones Públicas, cuya actuación será 
proporcionada a sus fines, a participar plenamente en las decisiones que les afecten, 
obteniendo de ellas una información veraz, y a que sus asuntos se traten de manera objetiva 
e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable, así como a acceder a los archivos y 
registros de las instituciones, corporaciones, órganos y organismos públicos de Andalucía, 
cualquiera que sea su soporte, con las excepciones que la ley establezca. 

Artículo 32 Protección de datos 

Se garantiza el derecho de todas las personas al acceso, corrección y cancelación de sus 
datos personales en poder de las Administraciones públicas andaluzas. 

Artículo 33 Cultura 

Todas las personas tienen derecho, en condiciones de igualdad, al acceso a la cultura, al 
disfrute de los bienes patrimoniales, artísticos y paisajísticos de Andalucía, al desarrollo de 
sus capacidades creativas individuales y colectivas, así como el deber de respetar y 
preservar el patrimonio cultural andaluz. 
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Artículo 34 Acceso a las tecnologías de la información y de la comunicación 

Se reconoce el derecho a acceder y usar las nuevas tecnologías y a participar activamente 
en la sociedad del conocimiento, la información y la comunicación, mediante los medios y 
recursos que la ley establezca. 

Artículo 35 Orientación sexual 

Toda persona tiene derecho a que se respete su orientación sexual y su identidad de 
género. Los poderes públicos promoverán políticas para garantizar el ejercicio de este 
derecho. 

Artículo 36 Deberes 

1. En el ámbito de sus competencias, sin perjuicio de los deberes constitucionalmente 
establecidos, el Estatuto establece y la ley desarrollará la obligación de todas las personas 
de: 

a) Contribuir al sostenimiento del gasto público en función de sus ingresos. 

b) Conservar el medio ambiente. 

c) Colaborar en las situaciones de emergencia. 

d) Cumplir las obligaciones derivadas de la participación de los ciudadanos en la 
Administración electoral, respetando lo establecido en el régimen electoral general. 

e) Hacer un uso responsable y solidario de las prestaciones y servicios públicos y colaborar 
en su buen funcionamiento, manteniendo el debido respeto a las normas establecidas en 
cada caso, así como a los demás usuarios y al personal encargado de prestarlos. 

f) Cuidar y proteger el patrimonio público, especialmente el de carácter histórico-artístico y 
natural. 

g) Contribuir a la educación de los hijos, especialmente en la enseñanza obligatoria. 

 
2. Las empresas que desarrollen su actividad en Andalucía se ajustarán a los principios de 
respeto y conservación del medio ambiente establecidos en el Título VII. La Administración 
andaluza establecerá los correspondientes mecanismos de inspección y sanción. 

 

CAPÍTULO III 

Principios rectores de las políticas públicas 

Artículo 37 Principios rectores 

1. Los poderes de la Comunidad Autónoma orientarán sus políticas públicas a garantizar y 
asegurar el ejercicio de los derechos reconocidos en el Capítulo anterior y alcanzar los 
objetivos básicos establecidos en el artículo 10, mediante la aplicación efectiva de los 
siguientes principios rectores: 

1.º La prestación de unos servicios públicos de calidad. 
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2.º La lucha contra el sexismo, la xenofobia, la homofobia y el belicismo, especialmente 
mediante la educación en valores que fomente la igualdad, la tolerancia, la libertad y la 
solidaridad. 

3.º El acceso de las personas mayores a unas condiciones de vida digna e independiente, 
asegurando su protección social e incentivando el envejecimiento activo y su participación 
en la vida social, educativa y cultural de la comunidad. 

4.º La especial protección de las personas en situación de dependencia que les permita 
disfrutar de una digna calidad de vida. 

5.º La autonomía y la integración social y profesional de las personas con discapacidad, de 
acuerdo con los principios de no discriminación, accesibilidad universal e igualdad de 
oportunidades, incluyendo la utilización de los lenguajes que les permitan la comunicación y 
la plena eliminación de las barreras. 

 6.º El uso de la lengua de signos española y las condiciones que permitan alcanzar la 
igualdad de las personas sordas que opten por esta lengua, que será objeto de enseñanza, 
protección y respeto. 

7.º La atención social a personas que sufran marginación, pobreza o exclusión y 
discriminación social. 

8.º La integración de los jóvenes en la vida social y laboral, favoreciendo su autonomía 
personal. 

9.º La integración laboral, económica, social y cultural de los inmigrantes. 

10.º El empleo de calidad, la prevención de los riesgos laborales y la promoción en el 
trabajo. 

11.º La plena equiparación laboral entre hombres y mujeres y así como la conciliación de la 
vida laboral y familiar. 

12.º El impulso de la concertación con los agentes económicos y sociales. 

13.º El fomento de la capacidad emprendedora, la investigación y la innovación. Se 
reconoce en estos ámbitos la necesidad de impulsar la labor de las universidades 
andaluzas.  

14.º El fomento de los sectores turístico y agroalimentario, como elementos económicos 
estratégicos de Andalucía. 

15.º El acceso a la sociedad del conocimiento con el impulso de la formación y el fomento de 
la utilización de infraestructuras tecnológicas. 

16.º El fortalecimiento de la sociedad civil y el fomento del asociacionismo. 

17.º El libre acceso de todas las personas a la cultura y el respeto a la diversidad cultural. 

18.º La conservación y puesta en valor del patrimonio cultural, histórico y artístico de 
Andalucía, especialmente del flamenco. 
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19.º El consumo responsable, solidario, sostenible y de calidad, particularmente en el ámbito 
alimentario. 

20.º El respeto del medio ambiente, incluyendo el paisaje y los recursos naturales y 
garantizando la calidad del agua y del aire. 

21.º El impulso y desarrollo de las energías renovables, el ahorro y eficiencia energética.  

22.º El uso racional del suelo, adoptando cuantas medidas sean necesarias para evitar la 
especulación y promoviendo el acceso de los colectivos necesitados a viviendas protegidas.  

23.º La convivencia social, cultural y religiosa de todas las personas en Andalucía y el 
respeto a la diversidad cultural, de creencias y convicciones, fomentando las relaciones 
interculturales con pleno respeto a los valores y principios constitucionales. 

24.º La atención de las víctimas de delitos, especialmente los derivados de actos terroristas. 

25.º La atención y protección civil ante situaciones de emergencia, catástrofe o calamidad 
pública. 
2. Los anteriores principios se orientarán además a superar las situaciones de desigualdad y 
discriminación de las personas y grupos que puedan derivarse de sus circunstancias 
personales o sociales o de cualquier otra forma de marginación o exclusión. 

Para ello, su desarrollo facilitará el acceso a los servicios y prestaciones correspondientes 
para los mismos, y establecerá los supuestos de gratuidad ante las situaciones 
económicamente más desfavorables. 

CAPÍTULO IV 

Garantías 

Artículo 38 Vinculación de los poderes públicos y de los particulares 

La prohibición de discriminación del artículo 14 y los derechos reconocidos en el Capítulo II 
vinculan a todos los poderes públicos andaluces y, dependiendo de la naturaleza de cada 
derecho, a los particulares, debiendo ser interpretados en el sentido más favorable a su 
plena efectividad. El Parlamento aprobará las correspondientes leyes de desarrollo, que 
respetarán, en todo caso, el contenido de los mismos establecido por el Estatuto, y 
determinarán las prestaciones y servicios vinculados, en su caso, al ejercicio de estos 
derechos. 

Artículo 39 Protección jurisdiccional 

Los actos de los poderes públicos de la Comunidad que vulneren los derechos mencionados 
en el artículo anterior podrán ser objeto de recurso ante la jurisdicción correspondiente, de 
acuerdo con los procedimientos que establezcan las leyes procesales del Estado. 

Artículo 40 Efectividad de los principios rectores 

1. El reconocimiento y protección de los principios rectores de las políticas públicas 
informará las normas legales y reglamentarias andaluzas, la práctica judicial y la actuación 
de los poderes públicos, y podrán ser alegados ante los jueces y tribunales de acuerdo con 
lo que dispongan las leyes que los desarrollen. 
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2. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía adoptarán las medidas 
necesarias para el efectivo cumplimiento de estos principios, en su caso, mediante el 
impulso de la legislación pertinente, la garantía de una financiación suficiente y la eficacia y 
eficiencia de las actuaciones administrativas. 

Artículo 41 Defensa de los derechos 

Corresponde al Defensor o Defensora del Pueblo Andaluz velar por la defensa de los 
derechos enunciados en el presente Título, en los términos del artículo 128. 

TÍTULO III. Organización territorial de la Comunidad Autónoma 

Artículo 89 Estructura territorial 

1. Andalucía se organiza territorialmente en municipios, provincias y demás entidades 
territoriales que puedan crearse por ley. 

2. La Administración de la Comunidad Autónoma y las Administraciones locales ajustarán 
sus relaciones a los principios de información mutua, coordinación, colaboración y respeto a 
los ámbitos competenciales correspondientes determinados en el presente Estatuto, en la 
legislación básica del Estado y en la normativa autonómica de desarrollo, con plena 
observancia de la garantía institucional de la autonomía local reconocida por la Constitución 
y por la Carta Europea de la Autonomía Local. 

Artículo 90 Principios de la organización territorial 

La organización territorial de Andalucía se regirá por los principios de autonomía, 
responsabilidad, cooperación, desconcentración, descentralización, subsidiariedad, 
coordinación, suficiencia financiera y lealtad institucional. 

Artículo 91 El municipio 

1. El municipio es la entidad territorial básica de la Comunidad Autónoma. Goza de 
personalidad jurídica propia y de plena autonomía en el ámbito de sus intereses. Su 
representación, gobierno y administración corresponden a los respectivos Ayuntamientos. 

2. La alteración de términos municipales y la fusión de municipios limítrofes de la misma 
provincia se realizarán de acuerdo con la legislación que dicte la Comunidad Autónoma en 
el marco de la legislación básica del Estado. 

3. Los municipios disponen de plena capacidad de autoorganización dentro del marco de las 
disposiciones generales establecidas por ley en materia de organización y funcionamiento 
municipal. 

Artículo 92 Competencias propias de los municipios 

1. El Estatuto garantiza a los municipios un núcleo competencial propio que será ejercido 
con plena autonomía con sujeción sólo a los controles de constitucionalidad y legalidad. 

2. Los Ayuntamientos tienen competencias propias sobre las siguientes materias, en los 
términos que determinen las leyes: 

a) Ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística. 

b) Planificación, programación y gestión de viviendas y participación en la planificación de la 
vivienda de protección oficial. 

c) Gestión de los servicios sociales comunitarios. 
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d) Ordenación y prestación de los siguientes servicios básicos: abastecimiento de agua y 
tratamiento de aguas residuales; alumbrado público; recogida y tratamiento de residuos; 
limpieza viaria; prevención y extinción de incendios y transporte público de viajeros. 

e) Conservación de vías públicas urbanas y rurales. 

f) Ordenación de la movilidad y accesibilidad de personas y vehículos en las vías urbanas. 

g) Cooperación con otras Administraciones públicas para la promoción, defensa y protección 
del patrimonio histórico y artístico andaluz. 

h) Cooperación con otras Administraciones públicas para la promoción, defensa y protección 
del medio ambiente y de la salud pública. 

i) La regulación de las condiciones de seguridad en las actividades organizadas en espacios 
públicos y en los lugares de concurrencia pública. 

j) Defensa de usuarios y consumidores. 

k) Promoción del turismo. 

l) Promoción de la cultura, así como planificación y gestión de actividades culturales. 

m) Promoción del deporte y gestión de equipamientos deportivos de uso público. 

n) Cementerio y servicios funerarios. 

ñ) Las restantes materias que con este carácter sean establecidas por las leyes. 

Artículo 93 Transferencia y delegación de competencias en los Ayuntamientos 

1. Por ley, aprobada por mayoría absoluta, se regulará la transferencia y delegación de 
competencias en los Ayuntamientos siempre con la necesaria suficiencia financiera para 
poder desarrollarla y de acuerdo con los principios de legalidad, responsabilidad, 
transparencia, coordinación y lealtad institucional, quedando en el ámbito de la Junta de 
Andalucía la planificación y control de las mismas. 

2. Las competencias de la Comunidad de Andalucía que se transfieran o deleguen a los 
Municipios andaluces, posibilitando que éstos puedan seguir políticas propias, deberán estar 
referidas sustancialmente a la prestación o ejercicio de las mismas. La Comunidad seguirá 
manteniendo, cuando se considere conveniente, las facultades de ordenación, planificación 
y coordinación generales. 

Artículo 94 Agrupación de municipios 

Una ley regulará las funciones de las áreas metropolitanas, mancomunidades, consorcios y 
aquellas otras agrupaciones de municipios que se establezcan, para lo cual se tendrán en 
cuenta las diferentes características demográficas, geográficas, funcionales, organizativas, 
de dimensión y capacidad de gestión de los distintos entes locales. 

Artículo 95 Órgano de relación de la Junta de Andalucía y los Ayuntamientos 

Una ley de la Comunidad Autónoma regulará la creación, composición y funciones de un 
órgano mixto con representación de la Junta de Andalucía y de los Ayuntamientos 
andaluces, que funcionará como ámbito permanente de diálogo y colaboración institucional, 
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y será consultado en la tramitación parlamentaria de las disposiciones legislativas y planes 
que afecten de forma específica a las Corporaciones locales. 

Artículo 96 La provincia 

1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la 
agrupación de municipios. Cualquier alteración de los límites provinciales habrá de ser 
aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica. 

2. El gobierno y la administración autónoma de la provincia corresponden a la Diputación, 
como órgano representativo de la misma. 

3. Serán competencias de la Diputación las siguientes: 

La gestión de las funciones propias de la coordinación municipal, asesoramiento, asistencia 
y cooperación con los municipios, especialmente los de menor población que requieran de 
estos servicios, así como la posible prestación de algunos servicios supramunicipales, en los 
términos y supuestos que establezca la legislación de la Comunidad Autónoma. 

b) Las que con carácter específico y para el fomento y la administración de los intereses 
peculiares de la provincia le vengan atribuidas por la legislación básica del Estado y por la 
legislación que dicte la Comunidad Autónoma en desarrollo de la misma. 

c) Las que pueda delegarle para su ejercicio la Comunidad Autónoma, siempre bajo la 
dirección y el control de ésta. 
4. La Junta de Andalucía coordinará la actuación de las Diputaciones, en lo que se refiere a 
las competencias recogidas en el apartado 3 del presente artículo, en materias de interés 
general para Andalucía. La apreciación del interés general y las fórmulas de coordinación se 
establecerán por una ley aprobada por mayoría absoluta del Parlamento de Andalucía y en 
el marco de lo que disponga la legislación básica del Estado. En todo caso, la Comunidad 
Autónoma coordinará los planes provinciales de obras y servicios. 

Artículo 97 Comarcas 

1. La comarca se configura como la agrupación voluntaria de municipios limítrofes con 
características geográficas, económicas, sociales e históricas afines. 

2. Por ley del Parlamento de Andalucía podrá regularse la creación de comarcas, que 
establecerá, también, sus competencias. Se requerirá en todo caso el acuerdo de los 
Ayuntamientos afectados y la aprobación del Consejo de Gobierno. 

Artículo 98 Ley de régimen local 

1. Una ley de régimen local, en el marco de la legislación básica del Estado, regulará las 
relaciones entre las instituciones de la Junta de Andalucía y los entes locales, así como las 
técnicas de organización y de relación para la cooperación y la colaboración entre los entes 
locales y entre éstos y la Administración de la Comunidad Autónoma, incluyendo las 
distintas formas asociativas mancomunales, convencionales y consorciales, así como 
cuantas materias se deduzcan del artículo 60. 

2. La ley de régimen local tendrá en cuenta las diferentes características demográficas, 
geográficas, funcionales, organizativas, de dimensión y capacidad de gestión de los distintos 
entes locales. 
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TEMA 3.- Ley de Bases de Régimen Local: Título II. El Municipio 

TÍTULO II .- El Municipio 

Artículo 11 

1. El Municipio es la entidad local básica de la organización territorial del Estado. Tiene 
personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. 

2. Son elementos del Municipio el territorio, la población y la organización. 

CAPÍTULO PRIMERO 

Territorio y población 

Artículo 12 

1. El término municipal es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competencias. 

2. Cada municipio pertenecerá a una sola provincia. 

Artículo 13 

1. La creación o supresión de municipios, así como la alteración de términos municipales, se 
regularán por la legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la 
alteración de términos municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los 
límites provinciales. Requerirán en todo caso audiencia de los municipios interesados y 
dictamen del Consejo de Estado o del órgano consultivo superior de los Consejos de 
Gobierno de las Comunidades Autónomas, si existiere, así como informe de la 
Administración que ejerza la tutela financiera. Simultáneamente a la petición de este 
dictamen se dará conocimiento a la Administración General del Estado. 

2. La creación de nuevos municipios solo podrá realizarse sobre la base de núcleos de 
población territorialmente diferenciados, de al menos 5.000 habitantes y siempre que los 
municipios resultantes sean financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes 
para el cumplimiento de las competencias municipales y no suponga disminución en la 
calidad de los servicios que venían siendo prestados. 

3. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado, atendiendo 
a criterios geográficos, sociales, económicos y culturales, podrá establecer medidas que 
tiendan a fomentar la fusión de municipios con el fin de mejorar la capacidad de gestión de 
los asuntos públicos locales. 

4. Los municipios, con independencia de su población, colindantes dentro de la misma 
provincia podrán acordar su fusión mediante un convenio de fusión, sin perjuicio del 
procedimiento previsto en la normativa autonómica. El nuevo municipio resultante de la 
fusión no podrá segregarse hasta transcurridos diez años desde la adopción del convenio de 
fusión. 

Al municipio resultante de esta fusión le será de aplicación lo siguiente: 

a) El coeficiente de ponderación que resulte de aplicación de acuerdo con el artículo 124.1 
del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo se incrementará en 0,10. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rdleg2-2004.t2.html#I870
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rdleg2-2004.t2.html#I870
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rdleg2-2004.html
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rdleg2-2004.html
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b) El esfuerzo fiscal y el inverso de la capacidad tributaria que le corresponda en ningún 
caso podrá ser inferior al más elevado de los valores previos que tuvieran cada municipio 
por separado antes de la fusión de acuerdo con el artículo 124.1 del texto refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo. 

c) Su financiación mínima será la suma de las financiaciones mínimas que tuviera cada 
municipio por separado antes de la fusión de acuerdo con el artículo 124.2 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 

d) De la aplicación de las reglas contenidas en las letras anteriores no podrá derivarse, para 
cada ejercicio, un importe total superior al que resulte de lo dispuesto en el artículo 123 del 
citado texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

e) Se sumarán los importes de las compensaciones que, por separado, corresponden a los 
municipios que se fusionen y que se derivan de la reforma del Impuesto sobre Actividades 
Económicas de la disposición adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de 
Reforma de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, 
actualizadas en los mismos términos que los ingresos tributarios del Estado en cada 
ejercicio respecto a 2004, así como la compensación adicional, regulada en la disposición 
adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, actualizada en los mismos 
términos que los ingresos tributarios del Estado en cada ejercicio respecto a 2006. 

f) Queda dispensado de prestar nuevos servicios mínimos de los previstos en el artículo 26 
que le corresponda por razón de su aumento poblacional. 

g) Durante, al menos, los cinco primeros años desde la adopción del convenio de fusión, 
tendrá preferencia en la asignación de planes de cooperación local, subvenciones, 
convenios u otros instrumentos basados en la concurrencia. Este plazo podrá prorrogarse 
por la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 
 

La fusión conllevará: 

a) La integración de los territorios, poblaciones y organizaciones de los municipios, 
incluyendo los medios personales, materiales y económicos, del municipio fusionado. A 
estos efectos, el Pleno de cada Corporación aprobará las medidas de redimensionamiento 
para la adecuación de las estructuras organizativas, inmobiliarias, de personal y de recursos 
resultantes de su nueva situación. De la ejecución de las citadas medidas no podrá 
derivarse incremento alguno de la masa salarial en los municipios afectados. 

b) El órgano del gobierno del nuevo municipio resultante estará constituido transitoriamente 
por la suma de los concejales de los municipios fusionados en los términos previstos en 
la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General. 

c) Si se acordara en el Convenio de fusión, cada uno de los municipios fusionados, o alguno 
de ellos podrá funcionar como forma de organización desconcentrada de conformidad con lo 
previsto en el artículo 24 bis. 

d) El nuevo municipio se subrogará en todos los derechos y obligaciones de los anteriores 
municipios, sin perjuicio de lo previsto en la letra e). 
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e) Si uno de los municipios fusionados estuviera en situación de déficit se podrán integrar, 
por acuerdo de los municipios fusionados, las obligaciones, bienes y derechos patrimoniales 
que se consideren liquidables en un fondo, sin personalidad jurídica y con contabilidad 
separada, adscrito al nuevo municipio, que designará un liquidador al que le corresponderá 
la liquidación de este fondo. Esta liquidación deberá llevarse a cabo durante los cinco años 
siguientes desde la adopción del convenio de fusión, sin perjuicio de los posibles derechos 
que puedan corresponder a los acreedores. La aprobación de las normas a las que tendrá 
que ajustarse la contabilidad del fondo corresponderá al Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas, a propuesta de la Intervención General de la Administración del 
Estado. 

f) El nuevo municipio aprobará un nuevo presupuesto para el ejercicio presupuestario 
siguiente a la adopción del convenio de fusión. 
 

5. Las Diputaciones provinciales o entidades equivalentes, en colaboración con la 
Comunidad Autónoma, coordinarán y supervisarán la integración de los servicios resultantes 
del proceso de fusión. 

6. El convenio de fusión deberá ser aprobado por mayoría simple de cada uno de los plenos 
de los municipios fusionados. La adopción de los acuerdos previstos en el artículo 47.2, 
siempre que traigan causa de una fusión, será por mayoría simple de los miembros de la 
corporación. 

Artículo 14 
 

1. Los cambios de denominación de los Municipios sólo tendrán carácter oficial cuando, tras 
haber sido anotados en un Registro creado por la Administración del Estado para la 
inscripción de todas las Entidades a que se refiere la presente Ley, se publiquen en el 
«Boletín Oficial del Estado». 

2. La denominación de los Municipios podrá ser, a todos los efectos, en castellano, en 
cualquier otra lengua española oficial en la respectiva Comunidad Autónoma, o en ambas. 

Artículo 15 

Toda persona que viva en España está obligada a inscribirse en el Padrón del Municipio en 
el que resida habitualmente. Quien viva en varios municipios deberá inscribirse en el que 
habite durante más tiempo al año. 

El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal constituye la población del 
municipio. 

Los inscritos en el Padrón municipal son los vecinos del municipio. 

La condición de vecino se adquiere en el mismo momento de su inscripción en el Padrón. 

Artículo 16 

1. El Padrón municipal es el registro administrativo donde constan los vecinos de un 
municipio. Sus datos constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio 
habitual en el mismo. Las certificaciones que de dichos datos se expidan tendrán carácter 
de documento público y fehaciente para todos los efectos administrativos. 

La inscripción en el Padrón Municipal sólo surtirá efecto de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 15 de esta ley por el tiempo que subsista el hecho que la motivó y, en todo caso, 
deberá ser objeto de renovación periódica cada dos años cuando se trate de la inscripción 
de extranjeros no comunitarios sin autorización de residencia permanente. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/base_datos/materia/519625-l-27-2013-de-27-dic-racionalizacion-y-sostenibilidad-de-la-administracion.html
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El transcurso del plazo señalado en el párrafo anterior será causa para acordar la caducidad 
de las inscripciones que deban ser objeto de renovación periódica, siempre que el 
interesado no hubiese procedido a tal renovación. En este caso, la caducidad podrá 
declararse sin necesidad de audiencia previa del interesado. 
 
2. La inscripción en el Padrón municipal contendrá como obligatorios sólo los siguientes 
datos: 

a) Nombre y apellidos. 

b) Sexo. 

c) Domicilio habitual. 

d) Nacionalidad. 

e) Lugar y fecha de nacimiento. 

f) Número de documento nacional de identidad o, tratándose de extranjeros: 

  Número de la tarjeta de residencia en vigor, expedida por las autoridades españolas, 
o en su defecto, número del documento acreditativo de la identidad o del pasaporte 
en vigor expedido por las autoridades del país de procedencia, tratándose de 
ciudadanos nacionales de Estados Miembros de la Unión Europea, de otros Estados 
parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o de Estados a los que, en 
virtud de un convenio internacional se extienda el régimen jurídico previsto para los 
ciudadanos de los Estados mencionados. 

 Número de identificación de extranjero que conste en documento, en vigor, expedido 
por las autoridades españolas o, en su defecto, por no ser titulares de éstos, el 
número del pasaporte en vigor expedido por las autoridades del país de procedencia, 
tratándose de ciudadanos nacionales de Estados no comprendidos en el inciso 
anterior de este párrafo, salvo que, por virtud de Tratado o Acuerdo Internacional, 
disfruten de un régimen específico de exención de visado en materia de pequeño 
tráfico fronterizo con el municipio en el que se pretenda el empadronamiento, en 
cuyo caso, se exigirá el correspondiente visado. 

g) Certificado o título escolar o académico que se posea. 

h) Cuantos otros datos puedan ser necesarios para la elaboración del Censo Electoral, 
siempre que se garantice el respeto a los derechos fundamentales reconocidos en 
la Constitución. 
 

3. Los datos del Padrón Municipal se cederán a otras Administraciones públicas que lo 
soliciten sin consentimiento previo al afectado solamente cuando les sean necesarios para 
el ejercicio de sus respectivas competencias, y exclusivamente para asuntos en los que la 
residencia o el domicilio sean datos relevantes. También pueden servir para elaborar 
estadísticas oficiales sometidas al secreto estadístico, en los términos previstos en la Ley 
12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública y en las leyes de estadística de 
las comunidades autónomas con competencia en la materia. 
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Artículo 17 
 

1. La formación, mantenimiento, revisión y custodia del Padrón municipal corresponde al 
Ayuntamiento, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado. 

Con este fin, los distintos organismos de la Administración General del Estado, competentes 
por razón de la materia, remitirán periódicamente a cada Ayuntamiento información sobre 
las variaciones de los datos de sus vecinos que con carácter obligatorio deben figurar en el 
Padrón municipal, en la forma que se establezca reglamentariamente. 

La gestión del Padrón municipal se llevará por los Ayuntamientos con medios informáticos. 
Las Diputaciones Provinciales, Cabildos y Consejos insulares asumirán la gestión 
informatizada de los Padrones de los municipios que, por su insuficiente capacidad 
económica y de gestión, no puedan mantener los datos de forma automatizada. 

2. Los Ayuntamientos realizarán las actuaciones y operaciones necesarias para mantener 
actualizados sus Padrones de modo que los datos contenidos en éstos concuerden con la 
realidad. 

Si un ayuntamiento no llevara a cabo dichas actuaciones, el Instituto Nacional de 
Estadística, previo informe del Consejo de Empadronamiento, podrá requerirle previamente 
concretando la inactividad, y si fuere rechazado, sin perjuicio de los recursos jurisdiccionales 
que procedan, podrá acudir a la ejecución sustitutoria prevista en el artículo 60 de la 
presente ley  
 
3. Los Ayuntamientos remitirán al Instituto Nacional de Estadística los datos de sus 
respectivos Padrones, en la forma que reglamentariamente se determine por la 
Administración General del Estado, a fin de que pueda llevarse a cabo la coordinación entre 
los Padrones de todos los municipios. 

El Instituto Nacional de Estadística, en aras a subsanar posibles errores y evitar 
duplicidades, realizará las comprobaciones oportunas, y comunicará a los Ayuntamientos las 
actuaciones y operaciones necesarias para que los datos padronales puedan servir de base 
para la elaboración de estadísticas de población a nivel nacional, para que las cifras 
resultantes de las revisiones anuales puedan ser declaradas oficiales, y para que los 
Ayuntamientos puedan remitir, debidamente actualizados, los datos del Censo Electoral. 

Corresponderá al Presidente del Instituto Nacional de Estadística la resolución de las 
discrepancias que, en materia de empadronamiento, surjan entre los Ayuntamientos, 
Diputaciones Provinciales, Cabildos y Consejos insulares o entre estos entes y el Instituto 
Nacional de Estadística, así como elevar al Gobierno de la Nación la propuesta de cifras 
oficiales de población de los municipios españoles, comunicándolo en los términos que 
reglamentariamente se determinan al Ayuntamiento interesado. 

El Instituto Nacional de Estadística remitirá trimestralmente a los Institutos estadísticos de 
las comunidades autónomas u órganos competentes en la materia, y en su caso, a otras 
Administraciones públicas los datos relativos a los padrones en los municipios de su ámbito 
territorial en los que se produzcan altas o bajas de extranjeros en las mismas condiciones 
señaladas en el artículo 16.3 de esta ley. 
 
4. Adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda se crea el Consejo de Empadronamiento 
como órgano colegiado de colaboración entre la Administración General del Estado y los 
Entes Locales en materia padronal, de acuerdo con lo que reglamentariamente se 
establezca. 

El Consejo será presidido por el Presidente del Instituto Nacional de Estadística y estará 
formado por representantes de la Administración General del Estado y de los Entes Locales. 
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El Consejo funcionará en Pleno y en Comisión, existiendo en cada provincia una Sección 
Provincial bajo la presidencia del Delegado del Instituto Nacional de Estadística y con 
representación de los Entes Locales. 

El Consejo de Empadronamiento desempeñará las siguientes funciones: 

A) Elevar a la decisión del Presidente del Instituto Nacional de Estadística propuesta 
vinculante de resolución de las discrepancias que surjan en materia de empadronamiento 
entre Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales, Cabildos, Consejos insulares o entre estos 
entes y el Instituto Nacional de Estadística. 

B) Informar, con carácter vinculante, las propuestas que eleve al Gobierno el 
Presidente del Instituto Nacional de Estadística sobre cifras oficiales de población de los 
municipios españoles. 

C) Proponer la aprobación de las instrucciones técnicas precisas para la gestión de 
los padrones municipales. 

D) Cualquier otra función que se le atribuya por disposición legal o reglamentaria. 
 

5. La Administración General del Estado, en colaboración con los Ayuntamientos y 
Administraciones de las Comunidades Autónomas confeccionará un Padrón de españoles 
residentes en el extranjero, al que será de aplicación las normas de esta Ley que regulan el 
Padrón municipal. 

Las personas inscritas en este Padrón se considerarán vecinos del municipio español que 
figura en los datos de su inscripción únicamente a efectos del ejercicio del derecho de 
sufragio, no constituyendo, en ningún caso, población del municipio. 

Artículo 18 

1. Son derechos y deberes de los vecinos: 

a) Ser elector y elegible de acuerdo con lo dispuesto en la legislación electoral. 

b) Participar en la gestión municipal de acuerdo con lo dispuesto en las leyes y, en su caso, 
cuando la colaboración con carácter voluntario de los vecinos sea interesada por los 
órganos de gobierno y administración municipal. 

c) Utilizar, de acuerdo con su naturaleza, los servicios públicos municipales, y acceder a los 
aprovechamientos comunales, conforme a las normas aplicables. 

d) Contribuir mediante las prestaciones económicas y personales legalmente previstas a la 
realización de las competencias municipales. 

e) Ser informado, previa petición razonada, y dirigir solicitudes a la Administración municipal 
en relación a todos los expedientes y documentación municipal, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 105 de la Constitución. 

f) Pedir la consulta popular en los términos previstos en la ley. 

g) Exigir la prestación y, en su caso, el establecimiento del correspondiente servicio público, 
en el supuesto de constituir una competencia municipal propia de carácter obligatorio. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/constitucion.t4.html#I83
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h) Ejercer la iniciativa popular en los términos previstos en el artículo 70 bis. 

i) Aquellos otros derechos y deberes establecidos en las leyes. 
 

2. La inscripción de los extranjeros en el padrón municipal no constituirá prueba de su 
residencia legal en España ni les atribuirá ningún derecho que no les confiera la legislación 
vigente, especialmente en materia de derechos y libertades de los extranjeros en España. 

 

 
CAPÍTULO II 
 
Organización 

Artículo 19 

1. El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente 
funcionen en régimen de Concejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por el 
Alcalde y los Concejales. 

2. Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, y 
el Alcalde es elegido por los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que 
establezca la legislación electoral general. 

3. El régimen de organización de los municipios señalados en el título X de esta ley se 
ajustará a lo dispuesto en el mismo. En lo no previsto por dicho título, será de aplicación el 
régimen común regulado en los artículos siguientes. 

Artículo 20 

1. La organización municipal responde a las siguientes reglas: 

a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los ayuntamientos. 

b) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 5.000 
habitantes y en los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo 
acuerde el Pleno de su ayuntamiento. 

c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga 
su reglamento orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no 
prevé en este ámbito otra forma organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, 
informe o consulta de los asuntos que han de ser sometidos a la decisión del Pleno, así 
como el seguimiento de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno Local y los concejales 
que ostenten delegaciones, sin perjuicio de las competencias de control que corresponden 
al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación tendrán derecho a 
participar en dichos órganos, mediante la presencia de concejales pertenecientes a los 
mismos en proporción al número de Concejales que tengan en el Pleno. 

d) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios 
señalados en el título X, y en aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto 
favorable de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros, o así lo disponga su 
Reglamento orgánico. 

e) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios, de acuerdo con la 
estructura prevista en el artículo 116. 
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2. Las leyes de las comunidades autónomas sobre el régimen local podrán establecer una 
organización municipal complementaria a la prevista en el número anterior. 

3. Los propios municipios, en los reglamentos orgánicos, podrán establecer y regular otros 
órganos complementarios, de conformidad con lo previsto en este artículo y en las leyes de 
las comunidades autónomas a las que se refiere el número anterior. 

Artículo 21 
 
1. El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones: 

a) Dirigir el gobierno y la administración municipal. 

b) Representar al ayuntamiento. 

c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en esta 
ley y en la legislación electoral general, de la Junta de Gobierno Local, y de cualesquiera 
otros órganos municipales cuando así se establezca en disposición legal o reglamentaria, y 
decidir los empates con voto de calidad. 

d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras municipales. 

e) Dictar bandos. 

f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, 
disponer gastos dentro de los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, 
con exclusión de las contempladas en el artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de 
diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que aquéllas estén previstas en 
el Presupuesto y su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no supere el 10 
por ciento de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderán cuando 
el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no supere el 15 por ciento 
de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas; 
todo ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales.La referencia debe entenderse hecha al artículo 177.5 del Texto Refundido de la 
Ley de Haciendas Locales. 

g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla 
aprobados por el Pleno, aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y 
para los concursos de provisión de puestos de trabajo y distribuir las retribuciones 
complementarias que no sean fijas y periódicas. 

h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y 
sanciones, incluida la separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el 
despido del personal laboral, dando cuenta al Pleno, en estos dos últimos casos, en la 
primera sesión que celebre. Esta atribución se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en los 
artículos 99.1 y 3 de esta ley. 

i) Ejercer la jefatura de la Policía Municipal. 

j) Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del 
planeamiento general no expresamente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumentos 
de gestión urbanística y de los proyectos de urbanización. 
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k) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del 
ayuntamiento en las materias de su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en 
otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias de la competencia del Pleno, en este 
supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre para su ratificación. 

l) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la 
competencia de la Alcaldía. 

m) Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad, en caso de catástrofe o de 
infortunios públicos o grave riesgo de los mismos, las medidas necesarias y adecuadas 
dando cuenta inmediata al Pleno. 

n) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o por infracción de las 
ordenanzas municipales, salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros 
órganos. 

ñ) Letra ñ) del número 1 del artículo 21 derogada por la letra b) de la disposición 
derogatoria única de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público 
(«B.O.E.» 31 octubre).Vigencia: 30 abril 2008 

o) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente 
para su contratación o concesión y estén previstos en el presupuesto. 

p). Letra p) del número 1 del artículo 21 derogada por la letra b) de la disposición 
derogatoria única de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público 
(«B.O.E.» 31 octubre).Vigencia: 30 abril 2008 

q) El otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan 
expresamente al Pleno o a la Junta de Gobierno Local. 

r) Ordenar la publicación, ejecución y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento. 

s) Las demás que expresamente le atribuyan la leyes y aquellas que la legislación del 
Estado o de las comunidades autónomas asignen al municipio y no atribuyan a otros 
órganos municipales. 
 

2. Corresponde asimismo al Alcalde el nombramiento de los Tenientes de Alcalde. 

3. El Alcalde puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo las de convocar y presidir 
las sesiones del Pleno y de la Junta de Gobierno Local, decidir los empates con el voto de 
calidad, la concertación de operaciones de crédito, la jefatura superior de todo el personal, la 
separación del servicio de los funcionarios y el despido del personal laboral, y las 
enunciadas en los párrafos a), e), j), k), l) y m) del apartado 1 de este artículo. No obstante, 
podrá delegar en la Junta de Gobierno Local el ejercicio de las atribuciones contempladas 
en el párrafo j). 

Artículo 22 

1. El Pleno, integrado por todos los Concejales, es presidido por el Alcalde. 

2. Corresponden, en todo caso, al Pleno municipal en los Ayuntamientos, y a la Asamblea 
vecinal en el régimen de Concejo Abierto, las siguientes atribuciones:  

a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno. 
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b) Los acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales; 
alteración del término municipal; creación o supresión de municipios y de las entidades a 
que se refiere el artículo 45; creación de órganos desconcentrados; alteración de la 
capitalidad del municipio y el cambio de nombre de éste o de aquellas entidades y la 
adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo. 

c) La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la 
tramitación municipal de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la 
legislación urbanística, así como los convenios que tengan por objeto la alteración de 
cualesquiera de dichos instrumentos. 

d) La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas. 

e) La determinación de los recursos propios de carácter tributario; la aprobación y 
modificación de los presupuestos, y la disposición de gastos en materia de su competencia y 
la aprobación de las cuentas; todo ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales. 

f) La aprobación de las formas de gestión de los servicios y de los expedientes de 
municipalización. 

g) La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones 
públicas. 

h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras entidades locales y demás 
Administraciones públicas. 

i) La aprobación de la plantilla de personal y de la relación de puestos de trabajo, la 
fijación de la cuantía de las retribuciones complementarias fijas y periódicas de los 
funcionarios y el número y régimen del personal eventual. 

j) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la corporación en 
materias de competencia plenaria. 

k) La declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento. 

l) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público. 

m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de 
cada ejercicio económico, exceda del 10 por ciento de los recursos ordinarios del 
Presupuesto --salvo las de tesorería, que le corresponderán cuando el importe acumulado 
de las operaciones vivas en cada momento supere el 15 por ciento de los ingresos 
corrientes liquidados en el ejercicio anterior-- todo ello de conformidad con lo dispuesto en 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

n) Letra n) del número 2 del artículo 22 derogada por la letra b) de la disposición 
derogatoria única de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público 
(«B.O.E.» 31 octubre).Vigencia: 30 abril 2008 

ñ) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para 
su contratación o concesión, y cuando aún no estén previstos en los presupuestos 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rdleg2-2004.html
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o) Letra o) del número 2 del artículo 22 derogada por la letra b) de la disposición 
derogatoria única de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público 
(«B.O.E.» 31 octubre).Vigencia: 30 abril 2008 

p) Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una 
mayoría especial. 

q) Las demás que expresamente le confieran las leyes. 
 

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Alcalde y 
sobre la cuestión de confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se realizarán 
mediante llamamiento nominal en todo caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación 
electoral general. 

4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Alcalde y en la Junta de 
Gobierno Local, salvo las enunciadas en el apartado 2, párrafos a), b), c), d), e), f), g), h), i), 
l) y p), y en el apartado 3 de este artículo. 

 
Artículo 23 
 

1. La Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y un número de Concejales no 
superior al tercio del número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por 
aquél, dando cuenta al Pleno. 

2. Corresponde a la Junta de Gobierno Local: 

a) La asistencia al Alcalde en el ejercicio de sus atribuciones. 

b) Las atribuciones que el Alcalde u otro órgano municipal le delegue o le atribuyan 
las leyes. 
 

3. Los Tenientes de Alcalde sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de 
vacante, ausencia o enfermedad, al Alcalde, siendo libremente designados y removidos por 
éste de entre los miembros de la Junta de Gobierno Local y, donde ésta no exista, de entre 
los Concejales. 

4. El Alcalde puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la 
Junta de Gobierno Local y, donde ésta no exista, en los Tenientes de Alcalde, sin perjuicio 
de las delegaciones especiales que, para cometidos específicos, pueda realizar en favor de 
cualesquiera Concejales, aunque no pertenecieran a aquélla. 

 
Artículo 24 
 

1. Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar 
ésta, los municipios podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con 
la organización, funciones y competencias que cada ayuntamiento les confiera, atendiendo a 
las características del asentamiento de la población en el término municipal, sin perjuicio de 
la unidad de gobierno y gestión del municipio. 

2. En los municipios señalados en el artículo 121 será de aplicación el régimen de gestión 
desconcentrada establecido en el artículo 128. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/base_datos/materia/l30-2007.html


 

38 
 

 
Artículo 24 bis 
 

1. Las leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local regularán los entes de 
ámbito territorial inferior al Municipio, que carecerán de personalidad jurídica, como forma de 
organización desconcentrada del mismo para la administración de núcleos de población 
separados, bajo su denominación tradicional de caseríos, parroquias, aldeas, barrios, 
anteiglesias, concejos, pedanías, lugares anejos y otros análogos, o aquella que 
establezcan las leyes. 

2. La iniciativa corresponderá indistintamente a la población interesada o al Ayuntamiento 
correspondiente. Este último debe ser oído en todo caso. 

3. Solo podrán crearse este tipo de entes si resulta una opción más eficiente para la 
administración desconcentrada de núcleos de población separados de acuerdo con los 
principios previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria 
y Sostenibilidad Financiera. 

CAPÍTULO III 

Competencias 

Artículo 25 

1. El Municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, puede 
promover actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las 
necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal en los términos previstos en este 
artículo. 

2. El Municipio ejercerá en todo caso como competencias propias, en los términos de la 
legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias: 

a) Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y gestión 
del Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección pública con 
criterios de sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la edificación. 

b) Medio ambiente urbano: en particular, parques y jardines públicos, gestión de los 
residuos sólidos urbanos y protección contra la contaminación acústica, lumínica y 
atmosférica en las zonas urbanas. 

c) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas 
residuales. 

d) Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titularidad. 

e) Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a 
personas en situación o riesgo de exclusión social. 

f) Policía local, protección civil, prevención y extinción de incendios. 

g) Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad. Transporte colectivo urbano. 

h) Información y promoción de la actividad turística de interés y ámbito local. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/lo2-2012.html
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i) Ferias, abastos, mercados, lonjas y comercio ambulante. 

j) Protección de la salubridad pública. 

k) Cementerios y actividades funerarias. 

l) Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo libre. 

m) Promoción de la cultura y equipamientos culturales. 

n) Participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria y cooperar con 
las Administraciones educativas correspondientes en la obtención de los solares necesarios 
para la construcción de nuevos centros docentes. La conservación, mantenimiento y 
vigilancia de los edificios de titularidad local destinados a centros públicos de educación 
infantil, de educación primaria o de educación especial. 

ñ) Promoción en su término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso 
eficiente y sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 

o) Actuaciones en la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres así como contra la 
violencia de género. 
 

3. Las competencias municipales en las materias enunciadas en este artículo se 
determinarán por Ley debiendo evaluar la conveniencia de la implantación de servicios 
locales conforme a los principios de descentralización, eficiencia, estabilidad y sostenibilidad 
financiera. 

4. La Ley a que se refiere el apartado anterior deberá ir acompañada de una memoria 
económica que refleje el impacto sobre los recursos financieros de las Administraciones 
Públicas afectadas y el cumplimiento de los principios de estabilidad, sostenibilidad 
financiera y eficiencia del servicio o la actividad. La Ley debe prever la dotación de los 
recursos necesarios para asegurar la suficiencia financiera de las Entidades Locales sin que 
ello pueda conllevar, en ningún caso, un mayor gasto de las Administraciones Públicas. 

Los proyectos de leyes estatales se acompañarán de un informe del Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas en el que se acrediten los criterios antes señalados. 

5. La Ley determinará la competencia municipal propia de que se trate, garantizando que no 
se produce una atribución simultánea de la misma competencia a otra Administración 
Pública. 

 
Artículo 26 
 
1. Los Municipios deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes: 

a) En todos los Municipios: alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza 
viaria, abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de 
población y pavimentación de las vías públicas. 

b) En los Municipios con población superior a 5.000 habitantes, además: parque público, 
biblioteca pública y tratamiento de residuos. 

c) En los Municipios con población superior a 20.000 habitantes, además: protección civil, 
evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a 



 

40 
 

personas en situación o riesgo de exclusión social, prevención y extinción de incendios e 
instalaciones deportivas de uso público. 

d) En los Municipios con población superior a 50.000 habitantes, además: transporte 
colectivo urbano de viajeros y medio ambiente urbano. 
 

2. En los municipios con población inferior a 20.000 habitantes será la Diputación provincial 
o entidad equivalente la que coordinará la prestación de los siguientes servicios: 

a) Recogida y tratamiento de residuos. 

b) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas 
residuales. 

c) Limpieza viaria. 

d) Acceso a los núcleos de población. 

e) Pavimentación de vías urbanas. 

f) Alumbrado público. 

Para coordinar la citada prestación de servicios la Diputación propondrá, con la conformidad 
de los municipios afectados, al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas la forma 
de prestación, consistente en la prestación directa por la Diputación o la implantación de 
fórmulas de gestión compartida a través de consorcios, mancomunidades u otras 
fórmulas. Para reducir los costes efectivos de los servicios el mencionado Ministerio decidirá 
sobre la propuesta formulada que deberá contar con el informe preceptivo de la Comunidad 
Autónoma si es la Administración que ejerce la tutela financiera. 
 

Cuando el municipio justifique ante la Diputación que puede prestar estos servicios con un 
coste efectivo menor que el derivado de la forma de gestión propuesta por la Diputación 
provincial o entidad equivalente, el municipio podrá asumir la prestación y coordinación de 
estos servicios si la Diputación lo considera acreditado. 

Cuando la Diputación o entidad equivalente asuma la prestación de estos servicios 
repercutirá a los municipios el coste efectivo del servicio en función de su uso. Si estos 
servicios estuvieran financiados por tasas y asume su prestación la Diputación o entidad 
equivalente, será a ésta a quien vaya destinada la tasa para la financiación de los servicios. 

3. La asistencia de las Diputaciones o entidades equivalentes a los Municipios, prevista en el 
artículo 36, se dirigirá preferentemente al establecimiento y adecuada prestación de los 
servicios mínimos. 

Artículo 27 
 

1. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas 
competencias, podrán delegar en los Municipios el ejercicio de sus competencias. 

La delegación habrá de mejorar la eficiencia de la gestión pública, contribuir a eliminar 
duplicidades administrativas y ser acorde con la legislación de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera. 

La delegación deberá determinar el alcance, contenido, condiciones y duración de ésta, que 
no podrá ser inferior a cinco años, así como el control de eficiencia que se reserve la 
Administración delegante y los medios personales, materiales y económicos, que ésta 
asigne sin que pueda suponer un mayor gasto de las Administraciones Públicas. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/base_datos/materia/519625-l-27-2013-de-27-dic-racionalizacion-y-sostenibilidad-de-la-administracion.html
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La delegación deberá acompañarse de una memoria económica donde se justifiquen los 
principios a que se refiere el párrafo segundo de este apartado y se valore el impacto en el 
gasto de las Administraciones Públicas afectadas sin que, en ningún caso, pueda conllevar 
un mayor gasto de las mismas. 

2. Cuando el Estado o las Comunidades Autónomas deleguen en dos o más municipios de 
la misma provincia una o varias competencias comunes, dicha delegación deberá realizarse 
siguiendo criterios homogéneos. 

La Administración delegante podrá solicitar la asistencia de las Diputaciones provinciales o 
entidades equivalentes para la coordinación y seguimiento de las delegaciones previstas en 
este apartado. 

3. Con el objeto de evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los 
servicios públicos y el servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de 
racionalización administrativa, generando un ahorro neto de recursos, la Administración del 
Estado y las de las Comunidades Autónomas podrán delegar, siguiendo criterios 
homogéneos, entre otras, las siguientes competencias: 

a) Vigilancia y control de la contaminación ambiental. 

b) Protección del medio natural. 

c) Prestación de los servicios sociales, promoción de la igualdad de oportunidades y la 
prevención de la violencia contra la mujer. 

d) Conservación o mantenimiento de centros sanitarios asistenciales de titularidad de la 
Comunidad Autónoma. 

e) Creación, mantenimiento y gestión de las escuelas infantiles de educación de titularidad 
pública de primer ciclo de educación infantil. 

f) Realización de actividades complementarias en los centros docentes. 

g) Gestión de instalaciones culturales de titularidad de la Comunidad Autónoma o del 
Estado, con estricta sujeción al alcance y condiciones que derivan del artículo 149.1.28.ª de 
la Constitución Española. 

h) Gestión de las instalaciones deportivas de titularidad de la Comunidad Autónoma o del 
Estado, incluyendo las situadas en los centros docentes cuando se usen fuera del horario 
lectivo. 

i) Inspección y sanción de establecimientos y actividades comerciales. 

j) Promoción y gestión turística. 

k) Comunicación, autorización, inspección y sanción de los espectáculos públicos. 

l) Liquidación y recaudación de tributos propios de la Comunidad Autónoma o del Estado. 

m) Inscripción de asociaciones, empresas o entidades en los registros administrativos de la 
Comunidad Autónoma o de la Administración del Estado. 

n) Gestión de oficinas unificadas de información y tramitación administrativa. 

o) Cooperación con la Administración educativa a través de los centros asociados de la 
Universidad Nacional de Educación a Distancia. 
 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/constitucion.t8.html#I271
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4. La Administración delegante podrá, para dirigir y controlar el ejercicio de los servicios 
delegados, dictar instrucciones técnicas de carácter general y recabar, en cualquier 
momento, información sobre la gestión municipal, así como enviar comisionados y formular 
los requerimientos pertinentes para la subsanación de las deficiencias observadas. En caso 
de incumplimiento de las directrices, denegación de las informaciones solicitadas, o 
inobservancia de los requerimientos formulados, la Administración delegante podrá revocar 
la delegación o ejecutar por sí misma la competencia delegada en sustitución del Municipio. 
Los actos del Municipio podrán ser recurridos ante los órganos competentes de la 
Administración delegante. 

5. La efectividad de la delegación requerirá su aceptación por el Municipio interesado. 

6. La delegación habrá de ir acompañada en todo caso de la correspondiente financiación, 
para lo cual será necesaria la existencia de dotación presupuestaria adecuada y suficiente 
en los presupuestos de la Administración delegante para cada ejercicio económico, siendo 
nula sin dicha dotación. 

El incumplimiento de las obligaciones financieras por parte de la Administración autonómica 
delegante facultará a la Entidad Local delegada para compensarlas automáticamente con 
otras obligaciones financieras que ésta tenga con aquélla. 

7. La disposición o acuerdo de delegación establecerá las causas de revocación o renuncia 
de la delegación. Entre las causas de renuncia estará el incumplimiento de las obligaciones 
financieras por parte de la Administración delegante o cuando, por circunstancias 
sobrevenidas, se justifique suficientemente la imposibilidad de su desempeño por la 
Administración en la que han sido delegadas sin menoscabo del ejercicio de sus 
competencias propias. El acuerdo de renuncia se adoptará por el Pleno de la respectiva 
Entidad Local. 

8. Las competencias delegadas se ejercen con arreglo a la legislación del Estado o de las 
Comunidades Autónomas. 

Artículo 28 

Contenido del artículo 28 suprimido por el número once del artículo primero de la Ley 
27/2013, 27 diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local 
(«B.O.E.» 30 diciembre).Vigencia: 31 diciembre 2013 
 

CAPÍTULO IV 

Regímenes Especiales 

Artículo 29 

1. Funcionan en Concejo Abierto: 

a) Los municipios que tradicional y voluntariamente cuenten con ese singular 
régimen de gobierno y administración. 

b) Aquellos otros en los que por su localización geográfica, la mejor gestión de los 
intereses municipales u otras circunstancias lo hagan aconsejable. 
 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/base_datos/materia/519625-l-27-2013-de-27-dic-racionalizacion-y-sostenibilidad-de-la-administracion.html
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2. La constitución en concejo abierto de los municipios a que se refiere el apartado b) del 
número anterior, requiere petición de la mayoría de los vecinos, decisión favorable por 
mayoría de dos tercios de los miembros del Ayuntamiento y aprobación por la Comunidad 
Autónoma. 

3. En el régimen de Concejo Abierto, el gobierno y la administración municipales 
corresponden a un Alcalde y una asamblea vecinal de la que forman parte todos los 
electores. Ajustan su funcionamiento a los usos, costumbres y tradiciones locales y, en su 
defecto, a lo establecido en esta Ley y las leyes de las Comunidades Autónomas sobre 
régimen local. 

4. No obstante lo anterior, los alcaldes de las corporaciones de municipios de menos de 100 
residentes podrán convocar a sus vecinos a Concejo Abierto para decisiones de especial 
trascendencia para el municipio. Si así lo hicieren deberán someterse obligatoriamente al 
criterio de la Asamblea vecinal constituida al efecto. 

Los municipios que con anterioridad venían obligados por Ley en función del número de 
residentes a funcionar en Concejo Abierto, podrán continuar con ese régimen especial de 
gobierno y administración si tras la sesión constitutiva de la Corporación, convocada la 
Asamblea Vecinal, así lo acordaran por unanimidad los tres miembros electos y la mayoría 
de los vecinos. 

Artículo 30 
 
Las Leyes sobre régimen local de las Comunidades Autónomas, en el marco de lo 
establecido en esta Ley, podrán establecer regímenes especiales para Municipios pequeños 
o de carácter rural y para aquellos que reúnan otras características que lo hagan 
aconsejable, como su carácter histórico-artístico o el predominio en su término de las 
actividades turísticas, industriales, mineras u otras semejantes. 

 
TEMA 4.- Ley de Prevención de Riesgos Laborales: Derechos y Obligaciones. Los 
servicios de Prevención 

CAPÍTULO III 

Derechos y obligaciones 

Artículo 14 Derecho a la protección frente a los riesgos laborales 

1. Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud 
en el trabajo. 

El citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección 
de los trabajadores frente a los riesgos laborales. 

Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las Administraciones públicas 
respecto del personal a su servicio. 

Los derechos de información, consulta y participación, formación en materia preventiva, 
paralización de la actividad en caso de riesgo grave e inminente y vigilancia de su estado de 
salud, en los términos previstos en la presente Ley, forman parte del derecho de los 
trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. 

2. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y 
la salud de los trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. 
A estos efectos, en el marco de sus responsabilidades, el empresario realizará la prevención 
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de los riesgos laborales mediante la integración de la actividad preventiva en la empresa y la 
adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la seguridad y la salud 
de los trabajadores, con las especialidades que se recogen en los artículos siguientes en 
materia de plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de riesgos, información, 
consulta y participación y formación de los trabajadores, actuación en casos de emergencia 
y de riesgo grave e inminente, vigilancia de la salud, y mediante la constitución de una 
organización y de los medios necesarios en los términos establecidos en el capítulo IV de 
esta ley. 

El empresario desarrollará una acción permanente de seguimiento de la actividad preventiva 
con el fin de perfeccionar de manera continua las actividades de identificación, evaluación y 
control de los riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección existentes y 
dispondrá lo necesario para la adaptación de las medidas de prevención señaladas en el 
párrafo anterior a las modificaciones que puedan experimentar las circunstancias que 
incidan en la realización del trabajo. 

3. El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre 
prevención de riesgos laborales. 

4. Las obligaciones de los trabajadores establecidas en esta Ley, la atribución de funciones 
en materia de protección y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso 
al concierto con entidades especializadas para el desarrollo de actividades de prevención 
complementarán las acciones del empresario, sin que por ello le eximan del cumplimiento de 
su deber en esta materia, sin perjuicio de las acciones que pueda ejercitar, en su caso, 
contra cualquier otra persona. 

5. El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer 
en modo alguno sobre los trabajadores. 

 

Artículo 15 Principios de la acción preventiva 

1. El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención previsto 
en el artículo anterior, con arreglo a los siguientes principios generales: 

a) Evitar los riesgos. 

b) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar. 

c) Combatir los riesgos en su origen. 

d) Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los 
puestos de trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y de 
producción, con miras, en particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir 
los efectos del mismo en la salud. 

e) Tener en cuenta la evolución de la técnica. 

f) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro. 

g) Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la 
organización del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de 
los factores ambientales en el trabajo. 

h) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual. 
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i) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores. 
 

2. El empresario tomará en consideración las capacidades profesionales de los trabajadores 
en materia de seguridad y de salud en el momento de encomendarles las tareas. 

3. El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que sólo los 
trabajadores que hayan recibido información suficiente y adecuada puedan acceder a las 
zonas de riesgo grave y específico. 

4. La efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias 
no temerarias que pudiera cometer el trabajador. Para su adopción se tendrán en cuenta los 
riesgos adicionales que pudieran implicar determinadas medidas preventivas, las cuales 
sólo podrán adoptarse cuando la magnitud de dichos riesgos sea sustancialmente inferior a 
la de los que se pretende controlar y no existan alternativas más seguras. 

5. Podrán concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar como ámbito de 
cobertura la previsión de riesgos derivados del trabajo, la empresa respecto de sus 
trabajadores, los trabajadores autónomos respecto a ellos mismos y las sociedades 
cooperativas respecto a sus socios cuya actividad consista en la prestación de su trabajo 
personal. 

Artículo 16  Plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de los riesgos y 
planificación de la actividad preventiva 

 

1. La prevención de riesgos laborales deberá integrarse en el sistema general de gestión de 
la empresa, tanto en el conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos de 
ésta, a través de la implantación y aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales 
a que se refiere el párrafo siguiente. 

Este plan de prevención de riesgos laborales deberá incluir la estructura organizativa, las 
responsabilidades, las funciones, las prácticas, los procedimientos, los procesos y los 
recursos necesarios para realizar la acción de prevención de riesgos en la empresa, en los 
términos que reglamentariamente se establezcan. 

 
2. Los instrumentos esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención de 
riesgos, que podrán ser llevados a cabo por fases de forma programada, son la evaluación 
de riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva a que se refieren los 
párrafos siguientes: 

a) El empresario deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y 
salud de los trabajadores, teniendo en cuenta, con carácter general, la naturaleza de la 
actividad, las características de los puestos de trabajo existentes y de los trabajadores que 
deban desempeñarlos. Igual evaluación deberá hacerse con ocasión de la elección de los 
equipos de trabajo, de las sustancias o preparados químicos y del acondicionamiento de los 
lugares de trabajo. La evaluación inicial tendrá en cuenta aquellas otras actuaciones que 
deban desarrollarse de conformidad con lo dispuesto en la normativa sobre protección de 
riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad. La evaluación será actualizada 
cuando cambien las condiciones de trabajo y, en todo caso, se someterá a consideración y 
se revisará, si fuera necesario, con ocasión de los daños para la salud que se hayan 
producido. 
Cuando el resultado de la evaluación lo hiciera necesario, el empresario realizará controles 
periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores en la 
prestación de sus servicios, para detectar situaciones potencialmente peligrosas. 
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b) Si los resultados de la evaluación prevista en el párrafo a) pusieran de manifiesto 
situaciones de riesgo, el empresario realizará aquellas actividades preventivas necesarias 
para eliminar o reducir y controlar tales riesgos. Dichas actividades serán objeto de 
planificación por el empresario, incluyendo para cada actividad preventiva el plazo para 
llevarla a cabo, la designación de responsables y los recursos humanos y materiales 
necesarios para su ejecución. 

El empresario deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades preventivas 
incluidas en la planificación, efectuando para ello un seguimiento continuo de la misma. 

Las actividades de prevención deberán ser modificadas cuando se aprecie por el 
empresario, como consecuencia de los controles periódicos previstos en el párrafo a) 
anterior, su inadecuación a los fines de protección requeridos. 

 
2 bis. Las empresas, en atención al número de trabajadores y a la naturaleza y peligrosidad 
de las actividades realizadas, podrán realizar el plan de prevención de riesgos laborales, la 
evaluación de riesgos y la planificación de la actividad preventiva de forma simplificada, 
siempre que ello no suponga una reducción del nivel de protección de la seguridad y salud 
de los trabajadores y en los términos que reglamentariamente se determinen. 

3. Cuando se haya producido un daño para la salud de los trabajadores o cuando, con 
ocasión de la vigilancia de la salud prevista en el artículo 22, aparezcan indicios de que las 
medidas de prevención resultan insuficientes, el empresario llevará a cabo una investigación 
al respecto, a fin de detectar las causas de estos hechos. 

 
Artículo 17 Equipos de trabajo y medios de protección 
1. El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo 
sean adecuados para el trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal 
efecto, de forma que garanticen la seguridad y la salud de los trabajadores al utilizarlos. 

Cuando la utilización de un equipo de trabajo pueda presentar un riesgo específico para la 
seguridad y la salud de los trabajadores, el empresario adoptará las medidas necesarias con 
el fin de que: 

a) La utilización del equipo de trabajo quede reservada a los encargados de dicha 
utilización. 

b) Los trabajos de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean 
realizados por los trabajadores específicamente capacitados para ello. 
 

2. El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores equipos de protección individual 
adecuados para el desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los mismos 
cuando, por la naturaleza de los trabajos realizados, sean necesarios. 

Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se puedan 
evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o 
mediante medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo. 

Artículo 18 Información, consulta y participación de los trabajadores 

1. A fin de dar cumplimiento al deber de protección establecido en la presente Ley, el 
empresario adoptará las medidas adecuadas para que los trabajadores reciban todas las 
informaciones necesarias en relación con: 

a) Los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo, tanto aquellos 
que afecten a la empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Laboral/base_datos/materia/l54-2003.html
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Laboral/base_datos/materia/l25-2009.html
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b) Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos señalados 
en el apartado anterior. 

c) Las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la presente 
Ley. 

En las empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, la información a que 
se refiere el presente apartado se facilitará por el empresario a los trabajadores a través de 
dichos representantes; no obstante, deberá informarse directamente a cada trabajador de 
los riesgos específicos que afecten a su puesto de trabajo o función y de las medidas de 
protección y prevención aplicables a dichos riesgos. 

2. El empresario deberá consultar a los trabajadores, y permitir su participación, en el marco 
de todas las cuestiones que afecten a la seguridad y a la salud en el trabajo, de conformidad 
con lo dispuesto en el capítulo V de la presente Ley. 

Los trabajadores tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los 
órganos de participación y representación previstos en el capítulo V de esta Ley, dirigidas a 
la mejora de los niveles de protección de la seguridad y la salud en la empresa. 

Artículo 19 Formación de los trabajadores 

1. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada 
trabajador reciba una formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia 
preventiva, tanto en el momento de su contratación, cualquiera que sea la modalidad o 
duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las funciones que desempeñe o 
se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo. 

La formación deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de 
cada trabajador, adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y 
repetirse periódicamente, si fuera necesario. 

2. La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea 
posible, dentro de la jornada de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el 
descuento en aquélla del tiempo invertido en la misma. La formación se podrá impartir por la 
empresa mediante medios propios o concertándola con servicios ajenos, y su coste no 
recaerá en ningún caso sobre los trabajadores. 

Artículo 20 Medidas de emergencia 

El empresario, teniendo en cuenta el tamaño y la actividad de la empresa, así como la 
posible presencia de personas ajenas a la misma, deberá analizar las posibles situaciones 
de emergencia y adoptar las medidas necesarias en materia de primeros auxilios, lucha 
contra incendios y evacuación de los trabajadores, designando para ello al personal 
encargado de poner en práctica estas medidas y comprobando periódicamente, en su caso, 
su correcto funcionamiento. El citado personal deberá poseer la formación necesaria, ser 
suficiente en número y disponer del material adecuado, en función de las circunstancias 
antes señaladas. 

Para la aplicación de las medidas adoptadas, el empresario deberá organizar las relaciones 
que sean necesarias con servicios externos a la empresa, en particular en materia de 
primeros auxilios, asistencia médica de urgencia, salvamento y lucha contra incendios, de 
forma que quede garantizada la rapidez y eficacia de las mismas. 

Artículo 21 Riesgo grave e inminente 

1. Cuando los trabajadores estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente 
con ocasión de su trabajo, el empresario estará obligado a: 
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a) Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia de 
dicho riesgo y de las medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de 
protección. 

b) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro 
grave, inminente e inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si fuera 
necesario, abandonar de inmediato el lugar de trabajo. En este supuesto no podrá exigirse a 
los trabajadores que reanuden su actividad mientras persista el peligro, salvo excepción 
debidamente justificada por razones de seguridad y determinada reglamentariamente. 

c) Disponer lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto con su 
superior jerárquico, ante una situación de peligro grave e inminente para su seguridad, la de 
otros trabajadores o la de terceros a la empresa, esté en condiciones, habida cuenta de sus 
conocimientos y de los medios técnicos puestos a su disposición, de adoptar las medidas 
necesarias para evitar las consecuencias de dicho peligro. 
 

2. De acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 14 de la presente Ley, el 
trabajador tendrá derecho a interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso 
necesario, cuando considere que dicha actividad entraña un riesgo grave e inminente para 
su vida o su salud. 

3. Cuando en el caso a que se refiere el apartado 1 de este artículo el empresario no adopte 
o no permita la adopción de las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la salud 
de los trabajadores, los representantes legales de éstos podrán acordar, por mayoría de sus 
miembros, la paralización de la actividad de los trabajadores afectados por dicho riesgo. Tal 
acuerdo será comunicado de inmediato a la empresa y a la autoridad laboral, la cual, en el 
plazo de veinticuatro horas, anulará o ratificará la paralización acordada. 

El acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrá ser adoptado por decisión mayoritaria 
de los Delegados de Prevención cuando no resulte posible reunir con la urgencia requerida 
al órgano de representación del personal. 

4. Los trabajadores o sus representantes no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la 
adopción de las medidas a que se refieren los apartados anteriores, a menos que hubieran 
obrado de mala fe o cometido negligencia grave. 

Artículo 22 Vigilancia de la salud 

1. El empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilancia periódica de su 
estado de salud en función de los riesgos inherentes al trabajo. 

Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador preste su consentimiento. De 
este carácter voluntario sólo se exceptuarán, previo informe de los representantes de los 
trabajadores, los supuestos en los que la realización de los reconocimientos sea 
imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los 
trabajadores o para verificar si el estado de salud del trabajador puede constituir un peligro 
para el mismo, para los demás trabajadores o para otras personas relacionadas con la 
empresa o cuando así esté establecido en una disposición legal en relación con la 
protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad. 

En todo caso se deberá optar por la realización de aquellos reconocimientos o pruebas que 
causen las menores molestias al trabajador y que sean proporcionales al riesgo. 

2. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo 
respetando siempre el derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona del trabajador y 
la confidencialidad de toda la información relacionada con su estado de salud. 
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3. Los resultados de la vigilancia a que se refiere el apartado anterior serán comunicados a 
los trabajadores afectados. 

4. Los datos relativos a la vigilancia de la salud de los trabajadores no podrán ser usados 
con fines discriminatorios ni en perjuicio del trabajador. 

El acceso a la información médica de carácter personal se limitará al personal médico y a 
las autoridades sanitarias que lleven a cabo la vigilancia de la salud de los trabajadores, sin 
que pueda facilitarse al empresario o a otras personas sin consentimiento expreso del 
trabajador. 

No obstante lo anterior, el empresario y las personas u órganos con responsabilidades en 
materia de prevención serán informados de las conclusiones que se deriven de los 
reconocimientos efectuados en relación con la aptitud del trabajador para el desempeño del 
puesto de trabajo o con la necesidad de introducir o mejorar las medidas de protección y 
prevención, a fin de que puedan desarrollar correctamente sus funciones en materia 
preventiva. 

5. En los supuestos en que la naturaleza de los riesgos inherentes al trabajo lo haga 
necesario, el derecho de los trabajadores a la vigilancia periódica de su estado de salud 
deberá ser prolongado más allá de la finalización de la relación laboral, en los términos que 
reglamentariamente se determinen. 

6. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo por 
personal sanitario con competencia técnica, formación y capacidad acreditada. 

Artículo 23 Documentación 

1. El empresario deberá elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral la 
siguiente documentación relativa a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores: 

a) Plan de prevención de riesgos laborales, conforme a lo previsto en el apartado 1 del 
artículo 16 de esta ley 

b) Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado 
de los controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los 
trabajadores, de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 16 de 
esta ley.  

c) Planificación de la actividad preventiva, incluidas las medidas de protección y de 
prevención a adoptar y, en su caso, material de protección que deba utilizarse, de 
conformidad con el párrafo b) del apartado 2 del artículo 16 de esta ley. 

d) Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores previstos en el artículo 
22 de esta Ley y conclusiones obtenidas de los mismos en los términos recogidos en el 
último párrafo del apartado 4 del citado artículo. 

e) Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al 
trabajador una incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En estos casos el 
empresario realizará, además, la notificación a que se refiere el apartado 3 del presente 
artículo. 
 

2. En el momento de cesación de su actividad, las empresas deberán remitir a la autoridad 
laboral la documentación señalada en el apartado anterior. 

3. El empresario estará obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para 
la salud de los trabajadores a su servicio que se hubieran producido con motivo del 
desarrollo de su trabajo, conforme al procedimiento que se determine reglamentariamente. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Laboral/base_datos/materia/l54-2003.html
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4. La documentación a que se hace referencia en el presente artículo deberá también ser 
puesta a disposición de las autoridades sanitarias al objeto de que éstas puedan cumplir con 
lo dispuesto en el artículo 10 de la presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 
de abril, General de Sanidad. 

Artículo 24 Coordinación de actividades empresariales 

1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores de dos o más 
empresas, éstas deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de 
riesgos laborales. A tal fin, establecerán los medios de coordinación que sean necesarios en 
cuanto a la protección y prevención de riesgos laborales y la información sobre los mismos a 
sus respectivos trabajadores, en los términos previstos en el apartado 1 del artículo 18 de 
esta Ley. 

2. El empresario titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que 
aquellos otros empresarios que desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la 
información y las instrucciones adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el 
centro de trabajo y con las medidas de protección y prevención correspondientes, así como 
sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus respectivos trabajadores. 

3. Las empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios 
correspondientes a la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios 
centros de trabajo deberán vigilar el cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas 
de la normativa de prevención de riesgos laborales. 

4. Las obligaciones consignadas en el último párrafo del apartado 1 del artículo 41 de esta 
Ley serán también de aplicación, respecto de las operaciones contratadas, en los supuestos 
en que los trabajadores de la empresa contratista o subcontratista no presten servicios en 
los centros de trabajo de la empresa principal, siempre que tales trabajadores deban operar 
con maquinaria, equipos, productos, materias primas o útiles proporcionados por la empresa 
principal. 

5. Los deberes de cooperación y de información e instrucción recogidos en los apartados 1 y 
2 serán de aplicación respecto de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades 
en dichos centros de trabajo. 

6. Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente. 

Artículo 25 Protección de trabajadores especialmente sensibles a determinados 
riesgos 
1. El empresario garantizará de manera específica la protección de los trabajadores que, por 
sus propias características personales o estado biológico conocido, incluidos aquellos que 
tengan reconocida la situación de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean 
especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A tal fin, deberá tener en cuenta 
dichos aspectos en las evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas, adoptará las 
medidas preventivas y de protección necesarias. 

Los trabajadores no serán empleados en aquellos puestos de trabajo en los que, a causa de 
sus características personales, estado biológico o por su discapacidad física, psíquica o 
sensorial debidamente reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u otras personas 
relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o, en general, cuando se 
encuentren manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan a las 
exigencias psicofísicas de los respectivos puestos de trabajo. 

2. Igualmente, el empresario deberá tener en cuenta en las evaluaciones los factores de 
riesgo que puedan incidir en la función de procreación de los trabajadores y trabajadoras, en 
particular por la exposición a agentes físicos, químicos y biológicos que puedan ejercer 
efectos mutagénicos o de toxicidad para la procreación tanto en los aspectos de la fertilidad, 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/l14-1986.t1.html#I43
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como del desarrollo de la descendencia, con objeto de adoptar las medidas preventivas 
necesarias. 

Artículo 26 Protección de la maternidad 

1. La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley deberá 
comprender la determinación de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las 
trabajadoras en situación de embarazo o parto reciente a agentes, procedimientos o 
condiciones de trabajo que puedan influir negativamente en la salud de las trabajadoras o 
del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico. Si los 
resultados de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una posible 
repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras, el empresario 
adoptará las medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través de una 
adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. Dichas 
medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no realización de trabajo nocturno o de 
trabajo a turnos. 

2. Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo no resultase posible o, a 
pesar de tal adaptación, las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir 
negativamente en la salud de la trabajadora embarazada o del feto, y así lo certifiquen los 
Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función 
de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos 
profesionales, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que asista 
facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un puesto de trabajo o función 
diferente y compatible con su estado. El empresario deberá determinar, previa consulta con 
los representantes de los trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos de 
riesgos a estos efectos. 
 
El cambio de puesto o función se llevará a cabo de conformidad con las reglas y criterios 
que se apliquen en los supuestos de movilidad funcional y tendrá efectos hasta el momento 
en que el estado de salud de la trabajadora permita su reincorporación al anterior puesto. 

En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas en el párrafo anterior, no 
existiese puesto de trabajo o función compatible, la trabajadora podrá ser destinada a un 
puesto no correspondiente a su grupo o categoría equivalente, si bien conservará el derecho 
al conjunto de retribuciones de su puesto de origen. 

3. Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente posible, o no pueda 
razonablemente exigirse por motivos justificados, podrá declararse el paso de la trabajadora 
afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo durante el embarazo, 
contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores, durante el período 
necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras persista la 
imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto compatible con su 
estado. 

4. Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será también de aplicación durante el 
período de lactancia natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en 
la salud de la mujer o del hijo y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional 
de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la empresa 
tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del médico del 
Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora o a su hijo. Podrá, 
asimismo, declararse el pase de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del 
contrato por riesgo durante la lactancia natural de hijos menores de nueve meses 
contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores, si se dan las 
circunstancias previstas en el número 3 de este artículo. 
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5. Las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a 
remuneración, para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al 
parto, previo aviso al empresario y justificación de la necesidad de su realización dentro de 
la jornada de trabajo. 

 
Artículo 27 Protección de los menores 
 

1. Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de dieciocho años, y 
previamente a cualquier modificación importante de sus condiciones de trabajo, el 
empresario deberá efectuar una evaluación de los puestos de trabajo a desempeñar por los 
mismos, a fin de determinar la naturaleza, el grado y la duración de su exposición, en 
cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico al respecto, a agentes, 
procesos o condiciones de trabajo que puedan poner en peligro la seguridad o la salud de 
estos trabajadores. 

A tal fin, la evaluación tendrá especialmente en cuenta los riesgos específicos para la 
seguridad, la salud y el desarrollo de los jóvenes derivados de su falta de experiencia, de su 
inmadurez para evaluar los riesgos existentes o potenciales y de su desarrollo todavía 
incompleto. 

En todo caso, el empresario informará a dichos jóvenes y a sus padres o tutores que hayan 
intervenido en la contratación, conforme a lo dispuesto en la letra b) del artículo 7 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores aprobado por el Real Decreto 
legislativo 1/1995, de 24 de marzo, de los posibles riesgos y de todas las medidas 
adoptadas para la protección de su seguridad y salud. 

2. Teniendo en cuenta los factores anteriormente señalados, el Gobierno establecerá las 
limitaciones a la contratación de jóvenes menores de dieciocho años en trabajos que 
presenten riesgos específicos. 

Artículo 28 Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas 
de trabajo temporal 

1. Los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así 
como los contratados por empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel 
de protección en materia de seguridad y salud que los restantes trabajadores de la empresa 
en la que prestan sus servicios. 

La existencia de una relación de trabajo de las señaladas en el párrafo anterior no justificará 
en ningún caso una diferencia de trato por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en 
lo relativo a cualquiera de los aspectos de la protección de la seguridad y la salud de los 
trabajadores. 

La presente Ley y sus disposiciones de desarrollo se aplicarán plenamente a las relaciones 
de trabajo señaladas en los párrafos anteriores. 

2. El empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que, con carácter previo 
al inicio de su actividad, los trabajadores a que se refiere el apartado anterior reciban 
información acerca de los riesgos a los que vayan a estar expuestos, en particular en lo 
relativo a la necesidad de cualificaciones o aptitudes profesionales determinadas, la 
exigencia de controles médicos especiales o la existencia de riesgos específicos del puesto 
de trabajo a cubrir, así como sobre las medidas de protección y prevención frente a los 
mismos. 

Dichos trabajadores recibirán, en todo caso, una formación suficiente y adecuada a las 
características del puesto de trabajo a cubrir teniendo en cuenta su cualificación y 
experiencia profesional y los riesgos a los que vayan a estar expuestos. 
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3. Los trabajadores a que se refiere el presente artículo tendrán derecho a una vigilancia 
periódica de su estado de salud, en los términos establecidos en el artículo 22 de esta Ley y 
en sus normas de desarrollo. 

4. El empresario deberá informar a los trabajadores designados para ocuparse de las 
actividades de protección y prevención o, en su caso, al servicio de prevención previsto en 
el artículo 31 de esta Ley de la incorporación de los trabajadores a que se refiere el presente 
artículo, en la medida necesaria para que puedan desarrollar de forma adecuada sus 
funciones respecto de todos los trabajadores de la empresa. 

5. En las relaciones de trabajo a través de empresas de trabajo temporal, la empresa 
usuaria será responsable de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado 
con la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores. Corresponderá, además, a 
la empresa usuaria el cumplimiento de las obligaciones en materia de información previstas 
en los apartados 2 y 4 del presente artículo. 

La empresa de trabajo temporal será responsable del cumplimiento de las obligaciones en 
materia de formación y vigilancia de la salud que se establecen en los apartados 2 y 3 de 
este artículo. A tal fin, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la empresa 
usuaria deberá informar a la empresa de trabajo temporal, y ésta a los trabajadores 
afectados, antes de la adscripción de los mismos, acerca de las características propias de 
los puestos de trabajo a desempeñar y de las cualificaciones requeridas. 

La empresa usuaria deberá informar a los representantes de los trabajadores en la misma 
de la adscripción de los trabajadores puestos a disposición por la empresa de trabajo 
temporal. Dichos trabajadores podrán dirigirse a estos representantes en el ejercicio de los 
derechos reconocidos en la presente Ley. 

Artículo 29 Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos 

1. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento 
de las medidas de prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y 
salud en el trabajo y por la de aquellas otras personas a las que pueda afectar su actividad 
profesional, a causa de sus actos y omisiones en el trabajo, de conformidad con su 
formación y las instrucciones del empresario. 

2. Los trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, 
deberán en particular: 

1.º Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las 
máquinas, aparatos, herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en 
general, cualesquiera otros medios con los que desarrollen su actividad. 

2.º Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el 
empresario, de acuerdo con las instrucciones recibidas de éste. 

3.º No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de 
seguridad existentes o que se instalen en los medios relacionados con su actividad o 
en los lugares de trabajo en los que ésta tenga lugar. 

4.º Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores 
designados para realizar actividades de protección y de prevención o, en su caso, al 
servicio de prevención, acerca de cualquier situación que, a su juicio, entrañe, por 
motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de los trabajadores. 
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5.º Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad 
competente con el fin de proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el 
trabajo. 

6.º Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de 
trabajo que sean seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los 
trabajadores. 

 

3. El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de 
riesgos a que se refieren los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento 
laboral a los efectos previstos en el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, 
en su caso, conforme a lo establecido en la correspondiente normativa sobre régimen 
disciplinario de los funcionarios públicos o del personal estatutario al servicio de las 
Administraciones públicas. Lo dispuesto en este apartado será igualmente aplicable a los 
socios de las cooperativas cuya actividad consista en la prestación de su trabajo, con las 
precisiones que se establezcan en sus Reglamentos de Régimen Interno. 

CAPÍTULO IV 

Servicios de prevención 

Artículo 30 Protección y prevención de riesgos profesionales 

1. En cumplimiento del deber de prevención de riesgos profesionales, el empresario 
designará uno o varios trabajadores para ocuparse de dicha actividad, constituirá un servicio 
de prevención o concertará dicho servicio con una entidad especializada ajena a la 
empresa. 

2. Los trabajadores designados deberán tener la capacidad necesaria, disponer del tiempo y 
de los medios precisos y ser suficientes en número, teniendo en cuenta el tamaño de la 
empresa, así como los riesgos a que están expuestos los trabajadores y su distribución en la 
misma, con el alcance que se determine en las disposiciones a que se refiere la letra e) del 
apartado 1 del artículo 6 de la presente Ley. 

Los trabajadores a que se refiere el párrafo anterior colaborarán entre sí y, en su caso, con 
los servicios de prevención. 

3. Para la realización de la actividad de prevención, el empresario deberá facilitar a los 
trabajadores designados el acceso a la información y documentación a que se refieren los 
artículos 18 y 23 de la presente Ley. 

4. Los trabajadores designados no podrán sufrir ningún perjuicio derivado de sus actividades 
de protección y prevención de los riesgos profesionales en la empresa. En ejercicio de esta 
función, dichos trabajadores gozarán, en particular, de las garantías que para los 
representantes de los trabajadores establecen las letras a), b) y c) del artículo 68 y el 
apartado 4 del artículo 56 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

Esta garantía alcanzará también a los trabajadores integrantes del servicio de prevención, 
cuando la empresa decida constituirlo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo siguiente. 

Los trabajadores a que se refieren los párrafos anteriores deberán guardar sigilo profesional 
sobre la información relativa a la empresa a la que tuvieran acceso como consecuencia del 
desempeño de sus funciones. 

5. En las empresas de hasta diez trabajadores, el empresario podrá asumir personalmente 
las funciones señaladas en el apartado 1, siempre que desarrolle de forma habitual su 
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actividad en el centro de trabajo y tenga la capacidad necesaria, en función de los riesgos a 
que estén expuestos los trabajadores y la peligrosidad de las actividades, con el alcance 
que se determine en las disposiciones a que se refiere el artículo 6.1.e) de esta Ley. La 
misma posibilidad se reconoce al empresario que, cumpliendo tales requisitos, ocupe hasta 
25 trabajadores, siempre y cuando la empresa disponga de un único centro de trabajo. 

6. El empresario que no hubiere concertado el Servicio de prevención con una entidad 
especializada ajena a la empresa deberá someter su sistema de prevención al control de 
una auditoría o evaluación externa, en los términos que reglamentariamente se determinen. 

7. Las personas o entidades especializadas que pretendan desarrollar la actividad de 
auditoría del sistema de prevención habrán de contar con una única autorización de la 
autoridad laboral, que tendrá validez en todo el territorio español. El vencimiento del plazo 
máximo del procedimiento de autorización sin haberse notificado resolución expresa al 
interesado permitirá entender desestimada la solicitud por silencio administrativo, con el 
objeto de garantizar una adecuada protección de los trabajadores. 

Artículo 31 Servicios de prevención 
 

1. Si la designación de uno o varios trabajadores fuera insuficiente para la realización de las 
actividades de prevención, en función del tamaño de la empresa, de los riesgos a que están 
expuestos los trabajadores o de la peligrosidad de las actividades desarrolladas, con el 
alcance que se establezca en las disposiciones a que se refiere la letra e) del apartado 1 del 
artículo 6 de la presente Ley, el empresario deberá recurrir a uno o varios servicios de 
prevención propios o ajenos a la empresa, que colaborarán cuando sea necesario. 

Para el establecimiento de estos servicios en las Administraciones públicas se tendrá en 
cuenta su estructura organizativa y la existencia, en su caso, de ámbitos sectoriales y 
descentralizados. 

2. Se entenderá como servicio de prevención el conjunto de medios humanos y materiales 
necesarios para realizar las actividades preventivas a fin de garantizar la adecuada 
protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, asesorando y asistiendo para ello 
al empresario, a los trabajadores y a sus representantes y a los órganos de representación 
especializados. Para el ejercicio de sus funciones, el empresario deberá facilitar a dicho 
servicio el acceso a la información y documentación a que se refiere el apartado 3 del 
artículo anterior. 

3. Los servicios de prevención deberán estar en condiciones de proporcionar a la empresa 
el asesoramiento y apoyo que precise en función de los tipos de riesgo en ella existentes y 
en lo referente a: 

a) El diseño, implantación y aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales que 
permita la integración de la prevención en la empresa. 

b) La evaluación de los factores de riesgo que puedan afectar a la seguridad y la salud de 
los trabajadores en los términos previstos en el artículo 16 de esta Ley. 

c) La planificación de la actividad preventiva y la determinación de las prioridades en la 
adopción de las medidas preventivas y la vigilancia de su eficacia. 

d) La información y formación de los trabajadores, en los términos previstos en los artículos 
18 y 19 de esta Ley. 

e) La prestación de los primeros auxilios y planes de emergencia. 
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f) La vigilancia de la salud de los trabajadores en relación con los riesgos derivados del 
trabajo. 
 

Si la empresa no llevara a cabo las actividades preventivas con recursos propios, la 
asunción de las funciones respecto de las materias descritas en este apartado sólo podrá 
hacerse por un servicio de prevención ajeno. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de 
cualquiera otra atribución legal o reglamentaria de competencia a otras entidades u 
organismos respecto de las materias indicadas. 

4. El servicio de prevención tendrá carácter interdisciplinario, debiendo sus medios ser 
apropiados para cumplir sus funciones. Para ello, la formación, especialidad, capacitación, 
dedicación y número de componentes de estos servicios así como sus recursos técnicos, 
deberán ser suficientes y adecuados a las actividades preventivas a desarrollar, en función 
de las siguientes circunstancias: 

a) Tamaño de la empresa. 

b) Tipos de riesgo a los que puedan encontrarse expuestos los trabajadores. 

c) Distribución de riesgos en la empresa. 
 

5. Para poder actuar como servicios de prevención, las entidades especializadas deberán 
ser objeto de una acreditación por la autoridad laboral, que será única y con validez en todo 
el territorio español, mediante la comprobación de que reúnen los requisitos que se 
establezcan reglamentariamente y previa aprobación de la autoridad sanitaria en cuanto a 
los aspectos de carácter sanitario. 

Entre estos requisitos, las entidades especializadas deberán suscribir una póliza de seguro 
que cubra su responsabilidad en la cuantía que se determine reglamentariamente y sin que 
aquella constituya el límite de la responsabilidad del servicio. 

6. El vencimiento del plazo máximo del procedimiento de acreditación sin haberse notificado 
resolución expresa al interesado permitirá entender desestimada la solicitud por silencio 
administrativo, con el objeto de garantizar una adecuada protección de los trabajadores. 

Artículo 32 Prohibición de participación en actividades mercantiles de prevención 

Las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social no podrán desarrollar las funciones 
correspondientes a los servicios de prevención ajenos, ni participar con cargo a su 
patrimonio histórico en el capital social de una sociedad mercantil en cuyo objeto figure la 
actividad de prevención. 

Artículo 32 bis Presencia de los recursos preventivos 
 

1. La presencia en el centro de trabajo de los recursos preventivos, cualquiera que sea la 
modalidad de organización de dichos recursos, será necesaria en los siguientes casos: 

a) Cuando los riesgos puedan verse agravados o modificados en el desarrollo del proceso o 
la actividad, por la concurrencia de operaciones diversas que se desarrollan sucesiva o 
simultáneamente y que hagan preciso el control de la correcta aplicación de los métodos de 
trabajo. 

b) Cuando se realicen actividades o procesos que reglamentariamente sean considerados 
como peligrosos o con riesgos especiales. 
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c) Cuando la necesidad de dicha presencia sea requerida por la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, si las circunstancias del caso así lo exigieran debido a las condiciones de 
trabajo detectadas. 
 

2. Se consideran recursos preventivos, a los que el empresario podrá asignar la presencia, 
los siguientes: 

a) Uno o varios trabajadores designados de la empresa. 

b) Uno o varios miembros del servicio de prevención propio de la empresa. 

c) Uno o varios miembros del o los servicios de prevención ajenos concertados por la 
empresa. 
Cuando la presencia sea realizada por diferentes recursos preventivos éstos deberán 
colaborar entre sí. 

3. Los recursos preventivos a que se refiere el apartado anterior deberán tener la capacidad 
suficiente, disponer de los medios necesarios y ser suficientes en número para vigilar el 
cumplimiento de las actividades preventivas, debiendo permanecer en el centro de trabajo 
durante el tiempo en que se mantenga la situación que determine su presencia. 

4. No obstante lo señalado en los apartados anteriores, el empresario podrá asignar la 
presencia de forma expresa a uno o varios trabajadores de la empresa que, sin formar parte 
del servicio de prevención propio ni ser trabajadores designados, reúnan los conocimientos, 
la cualificación y la experiencia necesarios en las actividades o procesos a que se refiere el 
apartado 1 y cuenten con la formación preventiva correspondiente, como mínimo, a las 
funciones del nivel básico. 

En este supuesto, tales trabajadores deberán mantener la necesaria colaboración con los 
recursos preventivos del empresario. 

 
TEMA 5.- Ley de Tráfico, circulación de vehículos a motor y Seguridad Vial: 
Infracciones y sanciones.  

TÍTULO V 

Régimen sancionador 

CAPÍTULO I 

Infracciones 

Artículo 74 Disposiciones generales 

1. Las acciones u omisiones contrarias a esta ley tendrán el carácter de infracciones 
administrativas y serán sancionadas en los términos previstos en la misma. 

2. Cuando las acciones u omisiones puedan ser constitutivas de delitos tipificados en las 
leyes penales, se estará a lo dispuesto en el artículo 85. 

3. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves. 

Artículo 75 Infracciones leves 
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Son infracciones leves las conductas tipificadas en esta ley referidas a: 

a) Circular en una bicicleta sin hacer uso del alumbrado reglamentario. 

b) No hacer uso de los elementos y prendas reflectantes por parte de los usuarios de 
bicicletas. 

c) Incumplir las normas contenidas en esta ley que no se califiquen expresamente como 
infracciones graves o muy graves en los artículos siguientes. 

Artículo 76 Infracciones graves 

Son infracciones graves, cuando no sean constitutivas de delito, las conductas tipificadas en 
esta ley referidas a: 

a) No respetar los límites de velocidad reglamentariamente establecidos o circular en un 
tramo a una velocidad media superior a la reglamentariamente establecida, de acuerdo con 
lo recogido en el anexo IV. 

b) Realizar obras en la vía sin comunicarlas con anterioridad a su inicio a la autoridad 
responsable de la regulación, ordenación y gestión del tráfico, así como no seguir las 
instrucciones de dicha autoridad referentes a las obras 

c) Incumplir las disposiciones de esta ley en materia de preferencia de paso, 
adelantamientos, cambios de dirección o sentido y marcha atrás, sentido de la circulación, 
utilización de carriles y arcenes y, en general, toda vulneración de las ordenaciones 
especiales de tráfico por razones de seguridad o fluidez de la circulación. 

d) Parar o estacionar en el carril bus, en curvas, cambios de rasante, zonas de 
estacionamiento para uso exclusivo de personas con discapacidad, túneles, pasos 
inferiores, intersecciones o en cualquier otro lugar peligroso o en el que se obstaculice 
gravemente la circulación o constituya un riesgo, especialmente para los peatones. 

e) Circular sin hacer uso del alumbrado reglamentario. 

f) Conducir utilizando cualquier tipo de casco de audio o auricular conectado a aparatos 
receptores o reproductores de sonido u otros dispositivos que disminuyan la atención 
permanente a la conducción. 

g) Conducir utilizando manualmente dispositivos de telefonía móvil, navegadores o cualquier 
otro medio o sistema de comunicación, así como utilizar mecanismos de detección de 
radares o cinemómetros. 

h) No hacer uso del cinturón de seguridad, sistemas de retención infantil, casco y demás 
elementos de protección. 

i) Circular con menores de doce años como pasajeros de ciclomotores o motocicletas, o con 
menores en los asientos delanteros o traseros, cuando no esté permitido. 

j) No respetar las señales y órdenes de los agentes de la autoridad encargados de la 
vigilancia del tráfico. 

k) No respetar la luz roja de un semáforo. 
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l) No respetar la señal de stop o la señal de ceda el paso. 

ll) Conducir un vehículo siendo titular de una autorización que carece de validez por no 
haber cumplido los requisitos administrativos exigidos reglamentariamente en España. 

m) Conducción negligente. 

n) Arrojar a la vía o en sus inmediaciones objetos que puedan producir incendios o 
accidentes, o que obstaculicen la libre circulación. 

ñ) No mantener la distancia de seguridad con el vehículo precedente. 

o) Circular con un vehículo que incumpla las condiciones técnicas reglamentariamente 
establecidas, salvo que sea calificada como muy grave, así como las infracciones relativas a 
las normas que regulan la inspección técnica de vehículos. 

p) Incumplir la obligación de todo conductor de verificar que las placas de matrícula del 
vehículo no presentan obstáculos que impidan o dificulten su lectura e identificación. 

q) No facilitar al agente de la autoridad encargado de la vigilancia del tráfico en el ejercicio 
de las funciones que tenga encomendadas su identidad, ni los datos del vehículo solicitados 
por los afectados en un accidente de circulación, estando implicado en el mismo. 

r) Conducir vehículos con la carga mal acondicionada o con peligro de caída. 

s) Conducir un vehículo teniendo prohibido su uso. 

t) Circular con un vehículo cuyo permiso de circulación está suspendido. 

u) La ocupación excesiva del vehículo que suponga aumentar en un 50 por ciento el número 
de plazas autorizadas, excluida la del conductor. 

v) Incumplir la obligación de impedir que el vehículo sea conducido por quien nunca haya 
obtenido el permiso o la licencia de conducción correspondiente. 

w) Incumplir las normas sobre el régimen de autorización y funcionamiento de los centros de 
enseñanza y formación y de los centros de reconocimiento de conductores acreditados por 
el Ministerio del Interior o por los órganos competentes de las comunidades autónomas, 
salvo que puedan calificarse como infracciones muy graves. 

x) Circular por autopistas o autovías con vehículos que lo tienen prohibido. 

y) No instalar los dispositivos de alerta al conductor en los garajes o aparcamientos en los 
términos legal y reglamentariamente previstos. 

z) Circular en posición paralela con vehículos que lo tienen prohibido. 

 

Artículo 77 Infracciones muy graves 

Son infracciones muy graves, cuando no sean constitutivas de delito, las conductas 
tipificadas en esta ley referidas a: 
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a) No respetar los límites de velocidad reglamentariamente establecidos o circular en un 
tramo a una velocidad media superior a la reglamentariamente establecida, de acuerdo con 
lo recogido en el anexo IV. 

b) Circular con un vehículo cuya carga ha caído a la vía, por su mal acondicionamiento, 
creando grave peligro para el resto de los usuarios. 

c) Conducir con tasas de alcohol superiores a las que reglamentariamente se establezcan, o 
con presencia en el organismo de drogas. 

d) Incumplir la obligación de todos los conductores de vehículos, y de los demás usuarios de 
la vía cuando se hallen implicados en algún accidente de tráfico o hayan cometido una 
infracción, de someterse a las pruebas que se establezcan para la detección de alcohol o de 
la presencia de drogas en el organismo. 

e) Conducción temeraria. 

f) Circular en sentido contrario al establecido. 

g) Participar en competiciones y carreras de vehículos no autorizadas. 

h) Conducir vehículos que tengan instalados inhibidores de radares o cinemómetros o 
cualesquiera otros mecanismos encaminados a interferir en el correcto funcionamiento de 
los sistemas de vigilancia del tráfico. 

i) Aumentar en más del 50 por ciento los tiempos de conducción o minorar en más del 50 
por ciento los tiempos de descanso establecidos en la legislación sobre transporte terrestre. 

j) Incumplir el titular o el arrendatario del vehículo con el que se haya cometido la infracción 
la obligación de identificar verazmente al conductor responsable de dicha infracción, cuando 
sean debidamente requeridos para ello en el plazo establecido. En el supuesto de las 
empresas de alquiler de vehículos sin conductor la obligación de identificar se ajustará a las 
previsiones al respecto del artículo 11. 

k) Conducir un vehículo careciendo del permiso o licencia de conducción correspondiente. 

l) Circular con un vehículo que carezca de la autorización administrativa correspondiente, 
con una autorización que no sea válida por no cumplir los requisitos exigidos 
reglamentariamente, o incumpliendo las condiciones de la autorización administrativa que 
habilita su circulación. 

ll) Circular con un vehículo que incumpla las condiciones técnicas que afecten gravemente a 
la seguridad vial. 

m) Participar o colaborar en la colocación o puesta en funcionamiento de elementos que 
alteren el normal funcionamiento del uso del tacógrafo o del limitador de velocidad. 

n) Realizar en la vía obras sin la autorización correspondiente, así como la retirada, 
ocultación, alteración o deterioro de la señalización permanente u ocasional. 

ñ) No instalar la señalización de obras o hacerlo incumpliendo la normativa vigente, 
poniendo en grave riesgo la seguridad vial. 
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o) Incumplir las normas que regulan las actividades industriales que afectan de manera 
directa a la seguridad vial. 

p) Instalar inhibidores de radares o cinemómetros en los vehículos o cualesquiera otros 
mecanismos encaminados a interferir en el correcto funcionamiento de los sistemas de 
vigilancia del tráfico. 

q) Incumplir las normas sobre el régimen de autorización y funcionamiento de los centros de 
enseñanza y formación y de acreditación de los centros de reconocimiento de conductores 
autorizados o acreditados por el Ministerio del Interior o por los órganos competentes de las 
comunidades autónomas, que afecten a la cualificación de los profesores o facultativos, al 
estado de los vehículos utilizados en la enseñanza, a elementos esenciales que incidan 
directamente en la seguridad vial, o que supongan un impedimento a las labores de control 
o inspección. 

r) Causar daños a la infraestructura de la vía, o alteraciones a la circulación debidos a la 
masa o a las dimensiones del vehículo, cuando se carezca de la correspondiente 
autorización administrativa o se hayan incumplido las condiciones de la misma, con 
independencia de la obligación de la reparación del daño causado. 

 

Artículo 78 Infracciones en materia de aseguramiento obligatorio 

1. Las infracciones derivadas del incumplimiento de la obligación de asegurar los vehículos 
a motor se regularán y sancionarán con arreglo a su legislación específica. 

2. Las estaciones de inspección técnica de vehículos requerirán la acreditación del seguro 
obligatorio en cada inspección ordinaria o extraordinaria del vehículo. El resultado de la 
inspección no podrá ser favorable en tanto no se verifique este requisito. 

Artículo 79 Infracciones en materia de publicidad 

Las infracciones a lo previsto en el artículo 52 se sancionarán en la cuantía y a través del 
procedimiento establecido en la legislación sobre defensa de los consumidores y usuarios. 

CAPÍTULO II 

Sanciones 

Artículo 80 Tipos 

1. Las infracciones leves serán sancionadas con multa de hasta 100 euros; las graves, con 
multa de 200 euros, y las muy graves, con multa de 500 euros. No obstante, las infracciones 
consistentes en no respetar los límites de velocidad se sancionarán en la cuantía prevista en 
el anexo IV. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto anteriormente, en la imposición de sanciones deberá tenerse 
en cuenta que: 

a) Las infracciones previstas en el artículo 77. c) y d) serán sancionadas con multa de 1.000 
euros. En el supuesto de conducción con tasas de alcohol superiores a las que 
reglamentariamente se establezcan, esta sanción únicamente se impondrá al conductor que 
ya hubiera sido sancionado en el año inmediatamente anterior por exceder la tasa de 
alcohol permitida, así como al que circule con una tasa que supere el doble de la permitida. 



 

62 
 

b) La multa por la infracción prevista en el artículo 77. j) será el doble de la prevista para la 
infracción originaria que la motivó, si es infracción leve, y el triple, si es infracción grave o 
muy grave. 

c) La infracción recogida en el artículo 77. h) se sancionará con multa de 6.000 euros. 

d) Las infracciones recogidas en el artículo 77. n), ñ), o), p), q) y r) se sancionarán con multa 
de entre 3.000 y 20.000 euros. 

3. En el supuesto de la infracción recogida en el artículo 77. q) se podrá imponer la sanción 
de suspensión de la correspondiente autorización por el período de hasta un año. Durante el 
tiempo que dure la suspensión su titular no podrá obtener otra autorización para las mismas 
actividades. 
La realización de actividades durante el tiempo de suspensión de la autorización llevará 
aparejada además una nueva suspensión por un período de seis meses al cometerse el 
primer quebrantamiento, y de un año si se produjese un segundo o sucesivos 
quebrantamientos. 

Artículo 81 Graduación 

La cuantía de las multas establecidas en el artículo 80.1 y en el anexo IV podrá 
incrementarse en un 30 por ciento, en atención a la gravedad y trascendencia del hecho, los 
antecedentes del infractor y a su condición de reincidente, el peligro potencial creado para él 
mismo y para los demás usuarios de la vía y al criterio de proporcionalidad. 

Los criterios de graduación establecidos anteriormente serán asimismo de aplicación a las 
sanciones por las infracciones previstas en el artículo 77, párrafos n) a r), ambos incluidos. 

 

TEMA 6.- Reglamento de Procedimiento Sancionador en materia de Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial: Denuncias de carácter obligatorio o voluntario. Contenido y 
Requisitos   

Artículo 4 Denuncias de carácter obligatorio y voluntario 

1. Los agentes de la autoridad encargados del servicio de vigilancia del tráfico deberán 
denunciar las infracciones que observen cuando ejerzan funciones de vigilancia y control de 
la circulación vial (artículo 75, apartado 2, del Texto Articulado). 

2. Cualquier persona podrá, igualmente, formular denuncias por hechos que puedan 
constituir infracciones a los preceptos del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación 
de vehículos a motor y seguridad vial o de sus Reglamentos. 

Artículo 5 Contenido de las denuncias 

En las denuncias por hechos de circulación deberá constar: la identificación del vehículo con 
el que se hubiese cometido la supuesta infracción, la identidad del denunciado, si fuere 
conocida, una relación circunstanciada del hecho, con expresión del lugar, fecha y hora y el 
nombre, profesión y domicilio del denunciante. Cuando éste sea un agente de la autoridad 
podrán sustituirse estos datos por su número de identificación (artículo 75, apartado 3, 
párrafos primero y segundo, del Texto Articulado). 

Artículo 6 Requisitos de las denuncias de carácter obligatorio por hechos de 
circulación 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rdleg339-1990.html
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rdleg339-1990.html


 

63 
 

Los correspondientes boletines de denuncia se extenderán por triplicado ejemplar. Uno de 
ellos quedará en poder del denunciante, el segundo se entregará al denunciado si fuera 
posible y el tercero se remitirá a la Jefatura de Tráfico o Alcaldía correspondiente. 

Los boletines serán firmados por el denunciante y el denunciado, sin que la firma de este 
último implique conformidad con los hechos que motivan la denuncia, sino únicamente con 
la recepción del ejemplar a él destinado. En el caso de que el denunciado se negase a 
firmar o no supiere hacerlo, el denunciante así lo hará constar. 

Artículo 7 Requisitos de las denuncias de carácter voluntario por hechos de 
circulación 

a) La denuncia podrá formularse verbalmente ante los agentes de vigilancia del tráfico más 
próximos al lugar del hecho, o por escrito dirigido a la Jefatura de Tráfico o a la Alcaldía del 
lugar de la infracción, según ostente una u otra la competencia para instruir el expediente. 

b) Se harán constar en la denuncia los datos y circunstancias que se consignan en el 
artículo 5 del presente Reglamento. 

c) Si la denuncia se presentase ante los agentes de vigilancia del tráfico, se formalizará por 
ellos el reglamentario boletín de denuncia, en el que se hará constar, además de los 
requisitos consignados en el apartado anterior, si personalmente comprobó o no la 
infracción denunciada, así como el nombre y domicilio del particular denunciante, remitiendo 
el boletín a la Jefatura de Tráfico o Alcaldía competente para su tramitación, sin perjuicio de 
entregar un duplicado al denunciado si fuere posible. 

 

TEMA 7.- Decreto 4796, de 25/9/17, por el que se aprueban el Establecimiento de viales municipales 
afectados por la Ordenanza Municipal Reguladora de Estacionamientos por Tiempo Limitado. Expte 
163/2016 

Decreto de fecha 25/9/17 del Concejal Delegado de Ciudadanía y Seguridad D. 
Francisco Javier Marín Alcaraz, con el siguiente tenor literal: 

 
 
 
Visto el Informe propuesta de la Gerencia de la empresa pública municipal Provise Benamiel 
SLU, asumido íntegramente por el Jefe de la Sección Interdepartamental y de Patrimonio, 
que a continuación se transcribe 
 
 
INFORME PROPUESTA DE VIAS APARCAMIENTOS DE TIEMPO LIMITADO 
 
FRANCISCO ARTACHO FERNÁNDEZ, en su calidad de Gerente de la empresa pública 
municipal PROVISE BENAMIEL SLU 
 
 

EXPONE: 
 
 
Primero.- Que la sociedad mercantil Provise Benamiel SLU, de capital íntegramente 
municipal, cuenta en su objeto social  con el ordenamiento de las plazas de aparcamiento 
por tiempo limitado en el municipio de Benalmádena, ejerciendo dicha competencia en virtud 
de acuerdo de Pleno Municipal de Benalmádena de fecha 4/2/2002 
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Segundo.- Que la ordenación del estacionamiento por tiempo limitado en el municipio de 
Benalmádena se rige por la Ordenanza Municipal Reguladora de Estacionamientos por 
Tiempo Limitado, aprobada por el Pleno Municipal el 24/11/2005 y publicada en el BOP de 
Málaga de fecha 30/12/2005. 
 
Tercero.- Que dicha ordenanza regula, en Anexo de la misma, las vías de la localidad 
afectadas por la regulación, que son las siguientes: 
 
Avda de la Constitución, Avda de la Estación, Avda salvador Vicente, Avda Federico García 
Lorca (hasta Avda. Gamonal),  C/ Orion, C/ Mercurio, C/Nacimiento, C/Plaza Olé, Avda 
Antonio Machado (desde Plaza de Solymar hasta Hotel Tritón, por ambos márgenes -
Galerias Diana, C/Sagitario y C/ Roberto Olid 
 
Cuarto.- Que en virtud de lo dispuesto en la Disposición Adicional única de la Ordenanza 
reguladora, por la que se autoriza a la Alcaldía para establecer, sin necesidad de acogerse a 
la modificación de las Ordenanzas, las zonas provistas con estacionamientos por tiempo 
limitado;  en fecha 11/1/2006 el Alcalde emite Resolución por la que se incluyen las 
siguientes vías: 
 
C/Alcalde Antonio García, C/ Las Flores (hasta C/Sierramar, C/Dolores Ibarruri, C/Sierramar,   
Avda. Inmaculada Concepción (desde cruce C/Sierramar hasta C/Antonio García), Avda. 
Medina Azahara, C/Parra, C/Zodiaco, C/Tamarindos, Avda Antonio Machado desde 
Chiringuito Virgen del Mar hasta Oficina de Turismo, C/Aguilas (hasta cruce C/Transversal), 
C/ Manuel Mena (hasta cruce C/Transversal) y Todo el perímetro pavimentado completo del 
Ambulatorio Torrequebrada, excepto zona reservada a personal sanitario. 
 
No se incluye en la Resolución la Explanada del Centro de Exposiciones, al parecer por el 
error al entender que dicha explanada se ubica en C/Tamarindos (que si se incluyó), cuando 
en realidad se ubica, según planos municipales, en C/Olé 
 
Quinto.- Que en el transcurso del tiempo hasta la actualidad, por distintos motivos y sin que 
se hiciera en su caso Resolución de Alcaldía ni Modificación de la Ordenanza se han 
eliminado las plazas de las vías siguientes:  
 
Avda de la Constitución, Avda. de la estación, Avda. Federico García Lorca,  C/Orion, 
C/Mercurio, C/Nacimiento, C/ Roberto Olid, C/Alcalde Antonio García, C/Las Flores, C/Parra, 
C/Tamarindos y perímetro del Ambulatorio Torrequebrada. 
 
Sexto.- Que tras la aprobación por el Consejo de Administración de Provise Benamiel en 
fecha 20/5/2010, se procedió a la instalación de Zona Azul en las vías C/Ciudad de Melilla y 
Puerto Deportivo de Benalmádena. En dichas vías se pusieron en explotación 61 plazas en 
el Puerto y 45 en Ciudad de Melilla, sin que se efectuara Resolución de Alcaldía para ello ni 
modificación de la Ordenanza Reguladora. 
 
Séptimo.- Que en fecha 20/7/16, mediante Resolución de Alcaldía 3382, se procede a la 
inclusión de las vías C/ San Juan y Avda. de las Palmeras. En el expediente que dio lugar a 
la citada resolución quedaba justificado que la inclusión de Avda. de las Palmeras obedecía 
a la reordenación de plazas de la zona, eliminando C/Aguilas y C/Manuel Mena con la 
puesta en uso del mismo número de  plazas en  Avda de las Palmeras y Avda. Antonio 
Machado (desde rotonda de Molinillos hasta rotonda de Maites), aunque sin embargo la 
resolución no recogió adecuadamente el nuevo tramo de Avda. Antonio Machado.  
 
Octavo.-  Que con todo lo anterior, se puede apreciar la confusión actual en la configuración 
municipal de las plazas de estacionamiento por tiempo limitado, lo que supone un completo 
inconveniente a la correcta explotación de las plazas realmente en uso, máxime cuando el 
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incumplimiento de la Ordenanza por los usuarios supone la interposición de denuncia y 
posterior sanción por la Autoridad Local. Ante ello, creemos necesario que, al amparo de la 
potestad que la propia ordenanza contempla en su Disposición Adicional, se emita 
Resolución de Alcaldía, en la que a modo de texto refundido de las resoluciones posteriores 
y su adecuación a la realidad, se clarifiquen las vías incluidas en la regulación de los 
aparcamientos por tiempo limitado. 
 
 
Noveno.- Que las actuales vías en explotación son las siguientes: 
 

- C/ MEDINA AZAHARA 
- C/ SIERRAMAR 
- AVDA. INMACULADA CONCEPCIÓN (desde cruce con C/Sierramar hasta 

intersección  con Avda.  Salvador Vicente)  
- AVDA. SALVADOR VICENTE (desde  cruce con C/Paloma  hasta intersección con 

Avda Inmaculada Concepción)  
- C/SAN JUAN 
- C/ ZODIACO 
- C/ SAGITARIO 
- C/ CIUDAD DE MELILLA 
- AVDA. ANTONIO MACHADO (desde Plaza Solymar  hasta altura C/Olé, incluida 

zona de Galerías Diana) 
- C/ OLÉ (EXPLANADA CENTRO EXPOSICIONES) 
- PLAZA OLÉ 
- AVDA. ANTONIO MACHADO (desde rotonda de los Molinillos hasta rotonda de los 

Maites) 
- AVDA. ANTONIO MACHADO (desde  Rotonda de los Maites hasta Oficina de 

turismo) 
- AVDA. LAS PALMERAS 
- PUERTO DEPORTIVO 

 
 
Décimo- Que en la totalidad de las actuales vías en explotación de aparcamiento por tiempo 
limitado, concurren la características esenciales que justifican su inclusión en dicho régimen 
pues se insertan en los núcleos urbanos de mayor intensidad comercial y turística con 
escasez de aparcamiento, lo que hace necesario incentivar la rotación en las mismas. 
 
Y en base a lo expuesto 
 

PROPONGO: 
 
Que en aplicación a lo dispuesto en la Disposición Adicional de la Ordenanza Municipal 
Reguladora de Estacionamientos por Tiempo Limitado, se ordene la incoación de la 
clarificación de las vías incluidas en dicha Ordenanza, en coincidencia con plazas de 
aparcamiento en la vía pública que actualmente se encuentran  destinadas a aparcamientos 
por tiempo limitado y cuya relación es la siguiente: 
 

- C/ MEDINA AZAHARA 
- C/ SIERRAMAR 
- AVDA. INMACULADA CONCEPCIÓN (desde cruce con C/Sierramar hasta 

intersección  con Avda.  Salvador Vicente)  
- AVDA. SALVADOR VICENTE (desde  cruce con C/Paloma  hasta intersección con 

Avda Inmaculada Concepción)  
- C/SAN JUAN 
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- C/ ZODIACO 
- C/ SAGITARIO 
- C/ CIUDAD DE MELILLA 
- AVDA. ANTONIO MACHADO (desde Plaza Solymar  hasta altura C/Olé, incluida 

zona de Galerías Diana) 
- C/ OLÉ (EXPLANADA CENTRO EXPOSICIONES) 
- PLAZA OLÉ 
- AVDA. ANTONIO MACHADO (desde rotonda de los Molinillos hasta rotonda de los 

Maites) 
- AVDA. ANTONIO MACHADO (desde  Rotonda de los Maites hasta Oficina de 

turismo) 
- AVDA. LAS PALMERAS 
- PUERTO DEPORTIVO DE BENALMÁDENA 

 
 

En virtud de la Delegación de potestades efectuadas mediante Decreto de Alcaldía nº 
1502 de fecha 08 de abril de 2016 publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Málaga 
nº 96 de fecha 23 de mayo de 2019, 

 
 
RESUELVO 

 
Elevar a Resolución la parte dispositiva del Informe Propuesta trascrito y en consecuencia, y 
a fin de clarificar el alcance de actuación de la vigente Ordenanza Municipal Reguladora de 
Estacionamiento por Tiempo Limitado, aprobar el siguiente listado de viales en explotación 
de aparcamiento: 
 

- C/ MEDINA AZAHARA 
- C/ SIERRAMAR 
- AVDA. INMACULADA CONCEPCIÓN (desde cruce con C/Sierramar hasta 

intersección  con Avda.  Salvador Vicente)  
- AVDA. SALVADOR VICENTE (desde  cruce con C/Paloma  hasta intersección con 

Avda Inmaculada Concepción)  
- C/SAN JUAN 
- C/ ZODIACO 
- C/ SAGITARIO 
- C/ CIUDAD DE MELILLA 
- AVDA. ANTONIO MACHADO (desde Plaza Solymar  hasta altura C/Olé, incluida 

zona de Galerías Diana) 
- C/ OLÉ (EXPLANADA CENTRO EXPOSICIONES) 
- PLAZA OLÉ 
- AVDA. ANTONIO MACHADO (desde rotonda de los Molinillos hasta rotonda de los 

Maites) 
- AVDA. ANTONIO MACHADO (desde  Rotonda de los Maites hasta Oficina de 

turismo) 
- AVDA. LAS PALMERAS 
- PUERTO DEPORTIVO DE BENALMÁDENA 

 
Lo que manda y firma el Sr. Concejal Delegado de Ciudadanía y Seguridad D. Francisco 
Javier Marín Alcaraz en la fecha y lugar indicados, de lo que en calidad de Vicesecretario 
Accidental por resolución de fecha 10/12/2014 de la Dirección General de Administración 
Local de la Junta de Andalucía, doy fe: Fermín Alarcón Saáchez del Pozo. 
 
En Benalmádena a 25 de Septiembre de 2017 
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TEMA 8.- Ordenanza Municipal Reguladora de Estacionamientos por Tiempo Limitado 
de Benalmádena. 
 
TEXTO DEFINITIVO DE LA ORDENANZA MUNICIPAL REGULADORA DE 
ESTACIONAMIENTOS POR TIEMPO LIMITADO. (Tras el tramite de alegaciones de su 
modificación. Pleno de 24/11/2005)  
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
 

Convertido el problema del tráfico rodado en una cuestión de primer orden, agravado 
por el alarmante aumento del parque de vehículos, la tarea de establecer una regulación 
que venga a asegurar un uso racional de las vías públicas y una equitativa distribución de 
los aparcamientos se torna una tarea difícil para cualquier Corporación municipal que cuente 
con una importante población.  
 

De ahí la necesidad de disponer en todo momento con una norma municipal que 
garantice la rotación de los aparcamientos en aquellas zonas donde éstos sean más 
demandados, lo cual sucederá en aquellos puntos neurálgicos de la ciudad convertidos en 
centros de atención preferente por razones comerciales, turísticas, culturales o 
administrativas. Sólo mediante la limitación horaria de esos estacionamientos se pueden 
conseguir dicha rotación y para ello se precisa de la publicación de Ordenanzas municipales 
que, como la actual, vengan a dar cobertura legal a la limitación en el uso del demanio 
público.  

 
Advertidas ciertas consideraciones en la vigente Ordenanza municipal reguladora de 

2002 susceptibles de ser mejoradas y haciendo acopio de la experiencia ya acumulada en la 
localidad en las diferentes vías que cuentan con zona de estacionamiento por tiempo 
limitado, se hace necesario proceder a su reforma.  

 
En su virtud, el Ilustrísimo Ayuntamiento de Benalmádena de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 55 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de las Disposiciones Legales Vigentes en Materia de 
Régimen Local, y por el artículo 7 del Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, por 
el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a 
Motor y Seguridad Vial, se dicta la presente Ordenanza:  

 
 
OBJETO  
 
Artículo 1.-  
 
La presente Ordenanza tiene por objeto ayudar a ordenar y mejorar el tráfico 

mediante la limitación funcional, espacial y temporal del establecimiento de vehículos en 
ciertas vías públicas, así como la disposición de medidas para garantizar su cumplimiento.  

 
Artículo 2.-  
 
En virtud de lo dispuesto en el apartado anterior, se establece la denominada «zona 

de estacionamiento por tiempo limitado», que se define como área de estacionamiento 
limitado y con control horario situada en aquellas vías del municipio de atracción preferente 
y de mayor equipamiento comercial que, debido al mayor volumen de tráfico que soportan y 
la intensa demanda de aparcamientos existente, precisan del establecimiento de un sistema 
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que permita la rotación equitativa de vehículos, permitiendo la optimización de dominio 
público dedicado a ese fin. ESTACIONAMIENTO EN LA «ZONA DE ESTACIONAMIENTO 
POR TIEMPO LIMITADO»  

 
Artículo 3.-  
 
1. Los conductores que estacionen sus vehículos en la zona de estacionamiento 

limitado o «zona de estacionamiento por tiempo limitado», estarán obligados a proveerse del 
correspondiente tique habilitante, que obtendrán de las máquinas expendedoras habilitadas 
al efecto que le permitan dicho estacionamiento, conforme dispone el artículo 5.  

 
2. El periodo máximo de estacionamiento de un vehículo en la «zona de 

estacionamiento por tiempo limitado» será de tres horas. Transcurrido este plazo, el 
vehículo no podrá en ningún caso estacionarse en la misma calle, excepto los poseedores 
de la tarjeta azul de residente de la zona, que no estarán sujetos a esta limitación horaria.  

 
3. El estacionamiento del vehículo se realizará dentro del perímetro marcado para 

cada unidad de aparcamiento, tan cerca de la acera como sea posible y sin invadir en 
ningún caso el área reservada a la unidad contigua. No obstante, si por las dimensiones del 
vehículo o por la presencia junto al mismo de remolque hubiera de ocuparse una segunda o 
ulteriores unidades de aparcamiento, el conductor habrá de abonar la tasa correspondiente 
mediante la obtención de los respectivos tiques habilitantes.  

 
4. En todo caso, el estacionamiento habrá de realizarse sin obstaculizar la vía pública 

y sin infringir las normas generales previstas en la Ley de Seguridad Vial y en el Reglamento 
General de Conductores.  

 
 
VEHÍCULOS EXCLUIDOS  
 
Artículo 4.-  
 
Quedan excluidos de la limitación del tiempo de estacionamiento y del abono de la 

tasa correspondiente:  
 
A) Los vehículos provistos de la correspondiente tarjeta especial de residente, en los 

términos previstos en esta Ordenanza.  
 
B) Los vehículos auto-taxi cuando el conductor esté presente y realizando maniobras 

de carga o descarga de pasajeros.  
 
C) Los vehículos en servicio oficial, debidamente identificados, propiedad de la 

Administración del Estado, autonómica, provincial o local, o al servicio de las mismas. Om-
04 ORDENANZA REGULADORA DE LOS ESTACIONAMIENTOS POR TIEMPO LIMITADO 
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D) (Quedó en mesa en el pleno de aprobación definitiva)  
 
E) Las motocicletas, ciclomotores, bicicletas y demás vehículos de dos y tres ruedas, 

siempre que las mismas se estacionen en las zonas reservadas para su categoría dentro de 
la «zona de estacionamiento por tiempo limitado». Tienen expresamente prohibido el uso de 
las zonas reservadas para vehículos de cuatro ruedas.  
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F) Cualquier otro vehículo cuando, previa instrucción del oportuno expediente, se 
acredite la necesidad de acogerse a este régimen excepcional y así se autorice por la 
Delegación de Tráfico.  

 
La expedición de este tipo de exclusión, la otorgará el Excmo. Sr. Alcalde, que 

recabará informe al Departamento de Trafico, previa solicitud del interesado. TIQUES  
 
Artículo 5.-  
 
1. La utilización de las zonas de estacionamiento limitado se efectuará mediante la 

obtención del correspondiente billete o tique de las máquinas expendedoras o 
«parquímetros» instalados al efecto y en el plazo máximo de cinco minutos desde que se 
efectúe por el usuario el estacionamiento.  

 
2. En cada tique figurará la hora de obtención del mismo, el importe abonado, según 

lo establecido en la Ordenanza Fiscal correspondiente, y la hora de fin del estacionamiento 
autorizado.  

 
3. El tique de estacionamiento limitado, o, en su caso, el distintivo de residente 

correspondiente, deberá exhibirse en la parte interior del parabrisas del vehículo sobre el 
salpicadero del mismo, de forma que el mismo sea totalmente visible desde el exterior.  

 
4. La obtención del tique de estacionamiento otorgará al usuario el derecho de 

estacionar en cualquier vía del municipio provista con «zona de estacionamiento por tiempo 
limitado», siempre que no se exceda del tiempo abonado.  

 
5. En caso de avería de la máquina expendedora, el interesado deberá dirigirse a la 

que se encuentre más próxima, que no deberá estar situada a una distancia mayor de 250 
metros, o solicitar la ayuda de los Vigilantes o de la Autoridad, de quienes recibirán las 
instrucciones oportunas.  

 
TARJETA DE RESIDENTE  
 
Artículo 6.-  
 
1. Estarán dispensados del estacionamiento con limitación horaria que establece la 

«zona de estacionamiento por tiempo limitado» los usuarios poseedores de la tarjeta 
especial de residente, cuya obtención se regula en los artículos siguientes.  

 
2. Tendrán la consideración de residentes las personas físicas que figuren 

empadronadas, y de hecho vivan, en alguna de las vías públicas provistas con «zona de 
estacionamiento por tiempo limitado», a quienes se proveerá, seguidos los trámites y 
cumplidos los requisitos previstos en esta Ordenanza, de un distintivo que habilitará el 
estacionamiento sin limitación de horarios.  

 
3. No tendrán la consideración de residentes a estos efectos las personas que sean 

ya titulares de una plaza de aparcamiento privado, excepto cuando sean propietarios de 
más de un vehículo, en cuyo caso se facilitarán distintivos por un máximo de dos.  

 
Artículo 7.-  
 
La Delegación de Tráfico otorgará tarjeta de residente a los solicitantes cuyos 

vehículos reúnan las siguientes condiciones:  
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A) Ser propiedad de persona física empadronada y que resida de hecho dentro de la 
zona correspondiente.  

 
B) Que en el permiso de circulación conste el mismo domicilio de empadronamiento 

del titular.  
 
C) Estar al corriente en el pago del impuesto de circulación.  
 
 
Artículo 8.-  
 
1. Como norma general sólo se concederá una tarjeta de residente por cada 

propietario de vehículo.  
 
2. No obstante lo anterior, se podrán conceder tarjetas adicionales cuando se 

acredite la existencia de otros vehículos del mismo titular que estén siendo utilizados por su 
cónyuge, pariente en primer grado o pareja de hecho inscrita en el Registro correspondiente, 
siempre que estén en posesión del permiso de conducir y estén empadronados y de hecho 
vivan en el mismo domicilio del propietario del vehículo. El número máximo de distintivos a 
conceder coincidirá con el de permisos de conducción que se posean.  

 
3. Asimismo podrá otorgarse una sola tarjeta para el titular de varios vehículos, en la 

que constará la matrícula de cada uno de ellos.  
 
4. También se otorgará la correspondiente tarjeta de residente a aquellos interesados 

que tuvieren la disponibilidad de un vehículo mediante contrato de alquiler, «leasing» u otro 
similar, suscrito a su nombre o al de la empresa para que la trabajasen. En dicho supuesto, 
deberán aportar, junto al resto de documentación exigida en el artículo siguiente, copia 
compulsada del mencionado contrato, debiendo constar en el mismo como conductor 
habitual el solicitante, así como, en su caso, declaración suscrita por el representante legal 
de la empresa en la que preste sus servicios en la que se manifieste la adscripción del 
vehículo al mismo.  

 
5. En los supuestos de cambio de domicilio o de vehículo, los titulares deberán 

canjear la tarjeta, acreditando el cambio mediante la presentación del permiso de circulación 
o el certificado de cambio de empadronamiento.  

 
6. Las tarjetas de residentes tendrán una validez de un año, prorrogable por igual 

período de tiempo de forma indefinida.  
 
Artículo 9.-  
 
Para obtener la tarjeta de residente los interesados deberán:  
 
A) Solicitarlo mediante escrito.  
 
B) Adjuntar a la solicitud los siguientes documentos:  
 
a) Fotocopia compulsada del Documento Nacional de Identidad o de la Tarjeta de 

Residencia.  
 

b) Fotocopia del Permiso de Conducir.  
 
c) Permiso de Circulación del Vehículo.  
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d) Certificado de Empadronamiento.  
 
e) Documento acreditativo de estar al corriente del impuesto de circulación 

municipal.  
 
f) Documento acreditativo del abono de la tasa correspondiente, de acuerdo con la 

Ordenanza fiscal.  

 
Artículo 10.-  
 
La Delegación de Tráfico podrá comprobar de oficio cualquiera de las circunstancias 

y requisitos establecidos para el otorgamiento de las tarjetas, procediendo a la anulación de 
las que no los reúnan, así como a la anulación y retirada de aquellas a las que se les dé un 
uso inadecuado.  
 

Artículo 11.-  
 

Además de la documentación a que se refieren los artículos precedentes, la 
Delegación de Tráfico podrá exigir al interesado que aporte los documentos que estime 
convenientes para acreditar cualquier extremo que no aparezca debidamente justificado.  

 
 
Artículo 12.-  

 
Las tarjetas de residente autorizarán con carácter único y exclusivo a estacionar el 

vehículo autorizado en la «zona de estacionamiento por tiempo limitado» de la vía pública 
donde resida el titular. El estacionamiento del vehículo en zona distinta de la señalada en 
dicha tarjeta exigirá el abono de la tasa correspondiente conforme a la norma general.  

 
Artículo 13.-  

 
Las personas a quienes se les otorgue la tarjeta de residente serán responsables de 

la correcta utilización y custodia de la misma. HORARIO DE FUNCIONAMIENTO  
 

Artículo. 14.-  
 

1. El horario en que estará limitada la duración del estacionamiento en las zonas a que 
se refiere la presente Ordenanza será el siguiente:  

 
A) Horario de Invierno (Del 1 de octubre al 31 de mayo): 

  
- Lunes a viernes: de 9:00 a 14:00 horas y de 16:00 a 20:00 horas.  
- Sábados: de 9:00 a 14:00 horas.  

 
 

B)  Horario de Verano (del 1 de junio al 30 de septiembre):  
 

- Lunes a viernes: de 9:30 a 14:30 y de 17:00 a 21:00 horas.  
- Sábados: De 9:30 a 14:30 horas.  

 
2. Por razones de política de tráfico y con la señalización correspondiente, la Autoridad 

Municipal podrá modificar el horario señalado en el apartado anterior.  
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RÉGIMEN SANCIONADOR  
 
Artículo 15.-  

 
El cumplimiento de la presente Ordenanza será vigilado por la Autoridad o por los 

Vigilantes afectos a la empresa concesionaria, según se encuentre o no privatizado el 
servicio.  

 
Artículo 16.-  

 
Las denuncias realizadas por el personal a que se refiere el artículo anterior deberán ser 

ratificadas ante la Autoridad.  
 
Artículo 17.-  

 
1. Se establece el siguiente cuadro de infracciones a la presente Ordenanza y sus 

correspondientes sanciones:  

 
A. Rebasar el horario de permanencia abonado por el tique de estacionamiento: 30 

euros. 
 

B. No colocar de forma visible el tique correspondiente: 30 euros.  
 
C. Estacionar sin tique de aparcamiento: 60 euros.  
 
D. Estacionar en la misma calle una vez finalizado el periodo máximo de 

estacionamiento: 30 euros.  
 
E. El uso fraudulento del estacionamiento mediante el empleo de tiques o tarjetas 

de residente manipuladas o falsas: 60 euros.  
 
F. No coincidir la matrícula del vehículo con la que figura en la tarjeta de residente: 

60 euros.  
 
G. Estacionar el vehículo de forma inadecuada, sin ajustarse al perímetro 

establecido para cada unidad de aparcamiento e invadiendo la zona contigua sin 
obtener el preceptivo tique habilitante, o impidiendo de cualquier forma la salida o 
entrada de otros usuarios a la zona de estacionamiento por tiempo limitado: 60 
euros.  

 
H. Estacionar habiendo seleccionado una tarifa distinta a la corresponda según el 

tipo de vehículo o titular, en atención a lo que disponga la Ordenanza fiscal: 60 
euros.  

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el infractor podrá evitar la 
imposición de sanción correspondiente mediante el pago de un tique especial, 
denominado «de anulación», cuyo resguardo, junto al boletín de denuncia, habrá de 
ser depositado en los buzones existentes al efecto en las propias máquinas 
expendedoras.  
 

3. Se establecen dos tipos de «tiques anulación». El tipo «A», cuya obtención es 
precisa para la anulación de las infracciones indicadas en los letras A a B del 
apartado anterior, y cuyo importe es de 3 euros; y el tipo «B», necesario para las 
infracciones de las letras C a H, por importe de 6 euros.  
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4. La anulación de las infracciones a que se refiere este artículo habrá de realizarse en 
el plazo máximo de 48 horas siguientes a la formulación de la denuncia.  
 

Artículo 18.-  
 
La Policía Local podrá ordenar la retirada de un vehículo estacionado en los lugares 

habilitados como de establecimiento limitado o «zona de estacionamiento por tiempo 
limitado» regulados por esta Ordenanza y su traslado al depósito correspondiente cuando 
en el mismo no exhiba el tique habilitante o cuando se rebase el doble del tiempo abonado 
conforme a lo establecido por la Ordenanza municipal.  

 
Artículo 19.-  
 
En todo caso, el régimen sancionador habrá de ajustarse a lo previsto en el Real Decreto 

Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley 
sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, así como en las 
disposiciones de rango reglamentario contenidas en el Real Decreto 320/1994, de 25 de 
febrero, por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento Sancionador en materia de 
Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial.  

 
DISPOSICIÓN ADICIONAL  
 
Previo los oportunos informes técnicos y dando cuenta posterior al Pleno, la Alcaldía 

podrá establecer, sin necesidad de acogerse a los trámites correspondientes a la 
modificación de Ordenanzas, las zonas provistas con estacionamientos por tiempo limitado y 
el régimen jurídico aplicable a las mismas, pudiendo asimismo por razón de nuevas 
ordenaciones de tráfico, intereses de la circulación, manifestaciones deportivas, culturales, 
religiosas, limpieza de vías, obras u otras actividades de interés público, suprimir 
temporalmente o alterar el número de plazas de estacionamiento en aquellas zonas en que 
fuera necesario.  

 
 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA  
 
Queda derogada la anterior Ordenanza municipal reguladora de estacionamientos por 

tiempo limitado publicada en el Boletín Oficial de la Provincial de Málaga n.º 120, de 25 de 
junio de 2002.  

 
DISPOSICIÓN FINAL  
 
Esta ordenanza entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el “Boletín Oficial” 

de la provincia.  
 
Anexo de vías con «zona de estacionamiento por tiempo limitado»  
 

(Actualizado por el Decreto 4796, de 25/9/17, por el que se aprueban el Establecimiento de viales municipales afectados 

por la Ordenanza Municipal Reguladora de Estacionamientos por Tiempo Limitado. Expte 163/2016) Ver Tema 7 
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TEMA 9.- Ordenanza Fiscal Reguladora de la tasa por estacionamiento de vehículos 
de tracción mecánica en las vías municipales dentro de las zonas que a tal efecto se 
determinen y con las limitaciones que pudieran establecerse de Benalmádena. 

 
Artículo 1º. Naturaleza y fundamento  
  
De conformidad con lo previsto en el artículo 106 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 
de las Bases de Régimen Local de lo dispuesto en los artículos 15 a 19 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales , y la Ley 25/1998, de 13 de julio, de modificación del Régimen Legal de las Tasas 
Estatales y Locales y de Reordenación de las Prestaciones Patrimoniales de carácter 
público, así como los artículos 7, 38, 70 y 71 de la Ley 5/1997, de 24 de marzo, de reforma 
del texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación y Vehículos a Motor y Seguridad 
Vial, este Ayuntamiento establece la tasa por estacionamiento de vehículos de tracción 
mecánica en las vías del municipio delimitadas a los efectos, que se regirá por la presente 
Ordenanza fiscal, cuyas normas atienden a lo prevenido en el artículo 66 de la Ley 25/1998.  

 
Artículo 2º. Hecho imponible  
 
Constituye el hecho imponible de la Tasa, la utilización privativa o aprovechamiento especial 
del dominio público municipal con el estacionamiento de vehículos de tracción mecánica en 
las vías municipales dentro de las zonas que a tal efecto se determinen y con las 
limitaciones que se establezcan por la Alcaldía-Presidencia.  
 
A los efectos de esta tasa se entenderá por estacionamiento toda inmovilización de un 
vehículo cuya duración exceda de 5 minutos, siempre que no esté motivada por imperativo 
de la circulación. No está sujeto a la tasa el estacionamiento de los siguientes vehículos:  
 

a) Los vehículos provistos de la correspondiente tarjeta especial de residente o 

comerciante, en los términos previstos en esta Ordenanza.  

b) Los vehículos auto-taxi cuando el conductor esté presente realizando maniobras de 

carga o descarga de pasajeros.  

c) Los vehículos en servicio oficial, debidamente identificados, propiedad de la 

Administración del Estado, autonómica, provincial o local, o al servicio de las 

mismas.  

d) Los vehículos adaptados para minusválidos y que posean la correspondiente 

autorización oficial.  

e) Las motocicletas, ciclomotores, bicicletas y demás vehículos de dos y tres ruedas, 

siempre que las mismas se estacionen en las zonas reservadas para su categoría 

dentro de la zona de estacionamiento por tiempo limitado. Estos vehículos tienen 

expresamente prohibido el uso de las zonas reservadas para vehículos de cuatro 

ruedas.  

f) Cualquier otro vehículo cuando, previa instrucción del oportuno expediente, se 

acredite la necesidad de Excmo. Ayuntamiento de Benalmádena. Página 5 de 7 

acogerse a este régimen excepcional y así se autorice por el órgano competente.  

 

Artículo 3º. Obligados al pago  
 

1. Están obligados al pago de la tasa las personas que utilicen el estacionamiento 

regulado en superficie en las vías públicas municipales, quedando solidariamente 

obligados al pago los conductores o usuarios que estacionen en las zonas 
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delimitadas al efecto, los propietarios de los vehículos turismos o mixtos de tres o 

cuatro ruedas estacionados y los arrendatario, cuando se trate de vehículos de 

alquiler sin conductor. 

2.  Se entiende por propietarios de vehículos turismos o mixtos de tres o cuatro ruedas, 

aquellos que figuren como titulares del Registro que regula el Código de la 

Circulación. 

3. En el caso de que las plazas en zona de estacionamiento por tiempo limitado se 

encuentren ocupadas por motivos diferentes a la de regulación horaria de vehículos 

de tracción mecánica, como en los supuestos de reserva por obras, mudanzas, 

contenedores, etc., los solicitantes deberán satisfacer igualmente la tasa establecida 

en la ordenanza correspondiente, sin que la misma afecte al límite horario 

establecido en la zona. Estarán obligados al pago los responsables de la ocupación, 

los propietarios de las obras o las empresas constructoras que la realicen.  

Artículo 4º. Cuantía  
 
Para determinar la cuantía de esta tasa se aplicarán las siguientes tarifas:  

1. Para los primeros treinta minutos o fracción inferior 0,30 euros.  

2. La primera hora 0,80 euros, y prorrateándose los tiempos intermedios entre treinta 

minutos y una hora a este precio.  

3. A partir de la primera hora 1 euro por hora, prorrateándose los tiempos intermedios a 

este precio. Tique máximo de 2,80 euros (180 minutos).  

La tarifa para poseedores de tarjeta de residente es de 60 euros y la de comerciante de 
90 euros anuales.  
 
Artículo 5º. Devengo  
 
Nace la obligación de pago de la tasa regulada en la presente ordenanza en el momento 
de estacionar el vehículo sujeto en los lugares o vías públicas determinadas por el 
Ayuntamiento y, debidamente señalizados como zonas de estacionamiento regulados y 
con limitación horaria o desde el momento de la ocupación regulada en el artículo 3º-3.  
 
Artículo 6º. Recaudación  
 
El pago de la tasa se efectuará al proveerse el usuario del correspondiente tique de 
estacionamiento en los aparatos instalados al efecto, en el que figurará la hora de 
obtención del mismo, el importe abonado, según la presente ordenanza, y la hora de fin 
del estacionamiento autorizado. El pago de la tasa para los casos de obtención tarjetas 
de residentes o comerciantes se realizará en el momento de adquirir ésta en las oficinas 
del órgano competente. En este caso el pago se realizará por un año natural completo 
independientemente del momento del año en la que se obtenga, y de que la duración de 
la Zona de Estacionamiento por Tiempo Limitado sea estacional o por un periodo de 
tiempo determinado. En el caso de la ocupación regulada en el artículo 3º-3 el pago se 
efectuará en las oficinas del órgano competente.  
 
Artículo 7º.  
 
Todo ello sin perjuicio de exigir el pago de las correspondientes tasas fijadas en las 
tarifas de la ordenanza incluso por la vía de apremio, ni de la exigencia del pago de las 
tasas correspondiente a la retirada de vehículos por los servicios de la grúa municipal en 
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los casos que ésta se efectúe, de conformidad con lo previsto en el artículo 70 y 71 de la 
Ley 5/1997, de 24 de marzo.  
 
Disposición Derogatoria.  
 
Queda derogada la anterior ordenanza municipal reguladora de la tasa por 
estacionamiento de vehículos de tracción mecánica en la Zona de Estacionamiento por 
Tiempo Limitado Se deroga la ordenanza actualmente vigente reguladora de las tasas 
por el aprovechamiento especial de los bienes de dominio público local.  
 
Disposición Final.  
 
La presente Ordenanza Fiscal, entrará en vigor una vez publicada en el Boletín oficial de 
la Provincia, permaneciendo en vigor hasta su modificación o derogación expresa. 

 

 
TEMA 10.- Ordenanza Fiscal Reguladora de la tasa por la retirada de vehículos 
indebidamente inmovilizados, abandonados o estacionados y su depósito y estancia 
en lugares designados al efecto de Benalmádena 
 

Artículo 1. Fundamentos y naturaleza 

En uso de las facultades concedidas por los artículos 133.2 y 142 de la Constitución y por el 
artículo 106 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, y 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 15 a 19 de la Ley 30/1988, de 28 de 
diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, este Ayuntamiento modifica la Ordenanza 
Fiscal Reguladora de la Tasa por la Retirada de Vehículos Abandonados o Estacionados 
indebida o Abusivamente en la Vía Pública y su Estancia y Depósito en lugar asignado al 
efecto, que se regirá por la presente ordenanza fiscal modificada,  cuyas normas atienden a 
lo previsto en el artículo 58 de la citada Ley 39/1988. 
 

Artículo 2. Hecho imponible 

1. Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación del servicio de retirada de 

vehículos de tracción mecánica, indebidamente inmovilizados, abandonados o 

abusivamente estacionados en la vía  pública y su estancia y depósito en los lugares 

asignados al efecto, de aquellos vehículos que impidan total o parcialmente la 

circulación, constituyan un peligro para la misma, perturben gravemente o impidan 

el funcionamiento de algún servicio público previsto en el artículo 71 del RDL 339/90. 

2. Se considerará que un vehículo perturba gravemente la circulación cuando se dé 

alguno de los supuestos que se determinan en el artículo 71 del Real Decreto 

Legislativo 339/90, de 2 de marzo, por el que se aprueba el texto articulado de la Ley 

sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial y en el Reglamento 

que la desarrolla. 
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Artículo 3. Sujetos pasivos 

Son sujetos pasivos contribuyentes las personas físicas o jurídicas que resulten afectadas 
por los servicios municipales que constituyen el hecho imponible, y en especial, los 
conductores que por sus actuaciones motiven la intervención de la Administración, excepto 
en los supuestos de vehículos que resulten estar sustraídos, circunstancia que deberá 
acreditarse mediante la aportación de la copia de la denuncia 
presentada al efecto, sin perjuicio de las pertinentes comprobaciones que se efectúen, en su 
caso, por la Policía Local. 

Artículo 4. Responsables 

Serán responsables subsidiarios el titular o propietario del vehículo, conforme a lo prevenido 
en los artículos 278 y 292 del Código de Circulación vigente. 

Artículo 5. Base imponible 

Se tomará como base de la presente exacción la naturaleza de los actos, las características 
de los vehículos afectados y el tiempo de estancia y depósito en recintos destinados al 
efecto. 

Artículo 6. Cuota tributaria 

1. La cuota tributaria se determinará en función de la aplicación del siguiente cuadro de 
tarifas: 

A) POR LA RETIRADA DE VEHÍCULOS DE CAMIÓN GRÚA 

a) Cuando se acuda a realizar el servicio e iniciados los trabajos necesarios para el traslado, 
no se pueda consumar este por la presencia del propietario, titular o conductor: 

1. Turismos 50,00 euros 

2. Furgonetas y camionetas 75,00 euros 

3. Camiones y autocares 100,00 euros 

4. Motocicletas 40,00 euros 

5. Ciclomotores 30,00 euros 

 
b) Cuando se realice el servicio completo trasladando el vehículo por infractor hasta los 
lugares asignados al efecto las tarifas especificadas en el apartado a) anterior, se 
incrementarán en un 100 por 100. 
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N o t a s 

1. La tarifa especificada en el apartado b) anterior se completará con las cuotas 

correspondientes al depósito y guarda de los vehículos desde su recogida, así como 

el transporte suplementario que requiera el posterior traslado, en su caso, de dichos 

vehículos a otros recintos que hubieran de establecerse. Este transporte podrá 

efectuarse cuando resulten insuficientes los recintos en que han sido depositados, 

sin ninguna otra condición específica, determinándose el coste del transporte 

suplementario en un 75 por 100 de las citadas tarifas del apartado b). 

 

2. Caso de no disponer de camión-grúa capacitado para la retirada de camiones y 

autocares, la tarifa a aplicar será la determinada en el apartado 1. A). a). 2 y 3, 

sumando el coste facturado por el servicio de grúa particular requerido al efecto. 

 

B) DEPÓSITO DE VEHÍCULOS 

Por cada día o fracción la tarifa a aplicar será el 10 por 100 de la especificada en el apartado 
A. b) anterior. 

2. Esta tasa es independiente de la multa que pueda corresponder, en su caso, por la 
comisión de infracción en materia de circulación de vehículos. 

Artículo 7. Exenciones y bonificaciones 

1. No se concederá exención ni bonificación alguna en el pago de la Tasa, salvo las 

determinadas y en las cuantías previstas en la legislación y tratados internacionales 

vigentes. 

2.  

2. No obstante cualquier persona que se considere con derecho a exención o 

bonificación deberá solicitarlo, por escrito, con expresión de la normativa legal en la 

que se fundamente su petición. 

 
3. Los vehículos retirados por interés público sin que se haya cometido infracción de tráfico 
no estarán obligados al pago de la tasa de retirada ni de depósito". 

Artículo 8. Devengo 

1. Con carácter general, la obligación de contribuir nace como consecuencia de la aplicación 
del artículo 71 del Texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de vehículos a motor 
y Seguridad Vial, de 2 de marzo de 1990, según el cual la Administración podrá proceder, si 
el obligado a ello no lo hiciera, a la retirada del vehículo de la  vía pública y su depósito en el 
lugar que se designe por la autoridad competente, en los casos especificados en el artículo 
2 de esta ordenanza, y en particular;  
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2. Se devenga la tasa y nace la obligación de contribuir, en los casos especificados en el 
artículo 6.1. A) de esta ordenanza cuando se inicie la prestación del servicio. 
Se entiende iniciada, a todos los efectos, la prestación del servicio cuando el camión-grúa 
comience a realizar el trabajo de carga del vehículo, entendiendo como carga del vehículo 
cuando se produce el enganche del mismo. 

3. Se devenga la tasa y nace la obligación de contribuir, en los casos especificados en el 
artículo 6.1B) de esta ordenanza cuando se deposita efectivamente en los recintos 
destinados al efecto. 

4. Lo determinado en los apartados anteriores será de aplicación salvo en los casos de 
utilización ilegítima, de conformidad con lo determinado en el inciso e) del apartado III del 
artículo 292 del Código de Circulación vigente. 

Artículo 9. Exacción del tributo 

1. La exacción del tributo se exigirá en régimen de autoliquidación con carácter de 

depósito previo. 

2. Los sujetos pasivos o en su caso, los titulares o propietarios de los vehículos 

vendrán obligados a presentar ante la Autoridad competente declaración 

autoliquidada según modelo determinado por la Administración Tributaria municipal, 

de conformidad con lo establecido en los artículos 20 a 27 de la Ley 39/1988, de 28 

de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, que contendrá los elementos 

tributarios  imprescindibles. 

3. Dicha declaración autoliquidada deberá ser presentada conjuntamente  con la 

solicitud de recuperación del vehículo y puesta en circulación, acompañando 

justificante de abono en la Caja de la Tesorería Municipal o en las entidades 

bancarias colaboradoras o abonando directamente a la autoridad competente el 

importe de la tasa, recibiendo, en ese caso, justificante de ingreso debidamente 

diligenciado. 

Artículo 10  

Si los propietarios o titulares y, en su caso, el conductor (en este último caso previas las 
comprobaciones relativas a su personalidad), no acudieran a retirar los vehículos en el plazo 
de un mes, se dará exacto cumplimiento a las normas contenidas en el artículo 605 del 
Código Civil sobre restitución y adjudicación en general de cosas muebles, perdidas o 
abandonadas. Cuando el vehículo se hallase en territorio nacional en régimen de 
importación temporal y su titular o propietario no acudiese a retirarlo, se pondrá en 
conocimiento de la Delegación de Hacienda y  a su disposición a los efectos reglamentarios. 

Artículo 11 

En lo no previsto expresamente en esta ordenanza, así como a todo lo relativo a la 
inspección y recaudación del tributo, calificación de infracciones y sanciones que a las 
mismas correspondan, en cada caso, por incumplimiento de los preceptos contenidos en 
esta ordenanza se estará a los dispuestos en la Ley General Tributaria y demás  normas 
legales y reglamentarias reguladoras de la materia, y Ordenanza Fiscal General de Gestión, 
Inspección y Recaudación de este Ayuntamiento. 
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Disposición transitoria 

La tramitación de expedientes cuyo devengo se hubiera producido antes de la vigencia de 
esta ordenanza, se resolverá con arreglo a las disposiciones hasta ahora el vigor. 

Disposición final 

La presente ordenanza fiscal, entrará en vigor y será de aplicación el mismo día de la 
publicación de la aprobación definitiva en el Boletín Oficial de la Provincia,  permaneciendo 
en vigor hasta su modificación o derogación expresas. 

 


